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Las Penas en el Delito de Narcotráfico en el Ecuador 
 
Uno de los problemas más serios de nuestro mundo actual, al que ningún país ha sido ajeno, 
incluso ni con el uso de sofisticadas formas de control  y fuertes cantidades de dinero asignados 
para librarse de él, que sin duda es el Tráfico Ilícito de Drogas. (Delincuencia Organizada)   Se 
trata de una actividad ilícita en la que sus miembros, haciendo gala de su poder corruptor, 
influencias y vastos recursos económicos, impiden que sus organizaciones sean descubiertas y 
sus integrantes identificados. Por lo que el Estado tiene la obligación constitucional de 
sancionar el Tráfico Ilícito de Drogas (Narcotráfico) criminalizando este delito con penas 
severas, proporcionales a los bienes constitucionalmente protegidos; evidentemente, que para 
llegar a dicho cometido, se impone la necesidad de adoptar procedimientos de investigación 
eficaces, es decir, que objetivamente demuestren resultados cada vez más eficientes. Y es que 
no debe olvidarse que el carácter pluriofensivo del delito de Tráfico Ilícito de Drogas, pone en 
estado de conmoción social y peligro a las bases sociales y amenaza la propia existencia y 
estabilidad del Estado. Son organizaciones criminales tanto de alcance nacional como 
internacional, donde existe concierto de voluntades tanto para el acopio, traslado y comercio 
nacional e internacional de grandes cantidades de droga; entes que deben su financiamiento a 
una fina estructura jerárquica con derivación de roles específicos entre sus miembros, que para 
lograr sus objetivos ejecutan una pluralidad de delitos de diferente naturaleza: homicidio, 
terrorismo, sicarito, trata de personas, extorsión, tráfico ilícito de influencias, contra la ecología 
y medio ambiente, entre otros. En tal virtud, la proporción  de la pena debe basarse en el daño 
perpetrado contra el bien jurídico, cuyo bien tutelado es la salud pública. 
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Penalties for Drug Trafficking Crime in Ecuador 
 
Ttaffic of unlawful drugs (organized delinquency) is one of the most serious troubles of our 
world affecting every country, without exception, in spite of using sophisticated forms of 
control and great amounts of money to get rid of it. It is an unlawful activity, perpetrated by 
members that flaunt their corrupting power, influences and vast economic resources prevent 
their organizations from being discovered and identified. The State has the constitutional duty to 
sanction Unlawful Traffic of Drugs (Narcotic traffic) and punish the offense with severe 
penalties, in proportion to constitutionally protected goods. It is evident that in order to reach it, 
efficient research procedures ought to be adopted, capable to objectively demonstrate good 
results. It should be kept in mind that Unlawful Traffic of Drugs is multi-offensive and causes 
social commotion and threats existence and stability of the State itself. Such are nationa and 
international criminal organizations that have concurred for the gathering, transportation and 
national and international trade of great amounts of drug. Such entities are financed by a 
hierarchic structure with specific branches and roles among members. In order to attain its 
objective, a variety of offenses are perpetrated, such as murder, contract killins, extrusion, 
unlawful traffic of influences, damage to the ecology and environment, among others. Hence, 
penalties applied to such offenses shall be in line to damage perpetrated to legal goods, public 
health. 
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      En los últimos años, el delito de narcotráfico, se ha incrementado, por lo que ha recobrado 
gran atención y sobre todo gran preocupación para toda la sociedad ecuatoriana, convirtiéndose 
en una problemática de interés social tanto para el Gobierno como para las Instituciones 
Públicas entre otras, la Fiscalía General del Estado, el CONSEP (Consejo Nacional de Control 
de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas), el Ministerio del Interior, Policía Nacional, 
conjuntamente con sus diversas unidades especializadas en antinarcóticos, que han venido 
ejecutando varias operaciones de inteligencia como también de seguimiento, para desmantelar a 
organizaciones narco delictivas que han venido penetrándose en diversos lugares del país. 
     Los últimos operativos de Antinarcóticos a cargo de la Policía Nacional, que han sido 
ejecutados en distintas provincias del país, evidencian claramente que, el Ecuador en la 
actualidad, ha dejado de ser tratado por los narcotraficantes como un país de tránsito de drogas y 
sustancias químicas, a convertirse lamentablemente en un centro de procesamiento y 
refinamiento. 
     Como consecuencias de este ilícito, los centros de Rehabilitación Social del país se 
encuentran totalmente sobre pobladas, en un gran porcentaje por delitos relacionados con el 
narcotráfico. 
     Debido a la peligrosidad del delito, se hace indispensable y de suma importancia tomar 
decisiones para que de alguna manera, se empiece a dimensionar las grandes repercusiones que 
conllevaría no tratarlas a tiempo. 
     Por lo que en el siguiente análisis, partiré tomando como base fundamental a Principios 
Constitucionales como garantistas del derecho al Debido Proceso, al que tiene derecho toda 
persona, para su plena legalidad, validez y sobre todo eficacia probatoria. 
     Continuando con un análisis de los distintos delitos relacionados al narcotráfico, como son el 
lavado de dinero, el sicariato como los más importantes; su investigación y organismos 
encargados; sus objetivos, entre estos la recolección de evidencias y la cadena de custodia,  para 
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finalizar con el análisis de las penas atribuidas al delito y del Sistema y Régimen Penitenciario 
en el Ecuador, y un análisis del delito que en la actualidad rebasa todos los limites jurídicos e 
inclusive desconoce fronteras como es, el Crimen Organizado. 
     Lo que me llevará a demostrar en mi estudio que, no solamente es una simple percepción la 
delincuencia,  sino que se materializa constantemente en varios delitos como son: sicariato, 
tráfico de estupefacientes, lavado de dinero, estafa, tráfico de influencias, entre los más 
cometidos en los últimos años. Y que es de suma importancia revisar y reformar las penas 
relacionadas con esta clase de delitos, que hoy por hoy, por citar un ejemplo, los carteles de 
México atemoriza a toda la sociedad Mexicana y, para no ir demasiado lejos, la que amedrenta a 
Colombia, que en un principio, la sociedad colombiana no se dio cuenta del peligro al que se 
hallaba expuesta ni se imaginó siquiera que los coqueros (Cartel de Cali) obtendrían el poder 
que hoy detentan, un poder basado en la complicidad, el amedrentamiento y el asesinato, según 
las circunstancias. La sociedad colombiana, cuando quiso reaccionar, se dio cuenta que 
desgraciadamente era demasiado tarde. 
     Penas que para un futuro no muy lejano, demuestren el inquebrantable fortalecimiento 
jurídico de las leyes ecuatorianas, al sancionar delitos relacionados al narcotráfico, cuya 
peligrosidad es latente, para de esta manera evitar la impunidad, y para que el Estado en uso del 











 CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 
1.1. INTRODUCCIÓN. 
    La Constitución, como bien lo expresa (Borja y Borja, págs. 65-Tomo I), ocupa el grado más 
alto dentro del Derecho positivo, es la norma general o conjunto de normas generales a través de 
las cuales el Derecho Positivo se conecta con aquella norma “fundamental hipotética” (Borja y 
Borja, págs. 200-Tomo II). La Constitución regula la vida misma del Estado que se manifiesta a 
través de sus leyes, las normas estatales, de Derecho Procesal Penal y de Derecho Penal, no 
pueden ir en contra del Derecho Constitucional, ya que conllevaría la inaplicabilidad de esa 
norma. 
 
 La Constitución es la ley fundamental, así que el Derecho Procesal Penal, como otra ley del 
Estado, debe guardar armonía y subordinación con ella, más aún cuando el Código de 
Procedimiento Penal tiene instituciones que consagra garantías y derechos establecidos en la 
misma Constitución, respecto de las personas, tal es el caso del Derecho a la Defensa, reglada 
por la Constitución en su Art. 76, num.7 como en el Art. 11 del Código de Procedimiento Penal. 
 
 Todas las instituciones del Derecho Procesal Penal se relacionan en mayor o menor grado con 
la Constitución. 
 
 El Derecho Procesal Penal está subordinado necesariamente a la Constitución, puesto que ésta a 
la vez que contiene las garantías fundamentales de las personas, advierte también que nadie 
puede ser penado sin juicio previo. 
 
 Tratándose de los procesos penales, y en especial interés, en los casos como son los delitos del 
narcotráfico, es de suma importancia que tales procesos sean cumplidos con estricta observancia 
de los principios tutelados por la Constitución y demás leyes para su plena legalidad, validez y 
eficacia probatoria; por lo que estimo necesario un estudio pormenorizado de los principios, los 
mismos que son garantías del éxito dentro de un proceso penal. 
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1.2. PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL DERECHO PROCESAL PENAL 
1.2.1.   JUICIO PREVIO 
     El Estado no ejerce el Ius Puniendi en una forma arbitraria, sino con sujeción a normas 
legales que se fundamentan en principios jurídicos reconocidos y practicados por toda sociedad 
civilizada. Estos principios se inspiran en la condición humana, en su naturaleza, su dignidad, 
sus nobles fines. (Loor Mera, pág. 280) 
 
 El ser humano que tiene que ser sometido a un proceso penal, por haber cometido un delito o 
por haber sido acusado injustamente por algo que no cometió, tiene el pleno derecho de exponer 
sus razones y argumentos, exigiendo de sus juzgadores un sometimiento irrestricto al Derecho, 
como garantía única para la realización de la justicia, entendida ésta en términos de Justiniano, 
como el “dar a cada cual lo que le corresponde”.  (Loor Mera, pág. 281) 
 
La autoridad jurisdiccional no maneja el proceso a su antojo y discreción, como tampoco lo 
hacen las demás partes; la transparencia, imparcialidad y legalidad del proceso está garantizada, 
al menos teóricamente, en virtud de principios jurídicos básicos, tales como el de legalidad y el 
del debido proceso. 
 
El Art. 1 del Código de Procedimiento Penal, estipula éste principio:  
 
“Nadie puede ser penado sino mediante una sentencia ejecutoriada, dictada luego de 
haberse probado los hechos y declarado la responsabilidad del procesado en un juicio, 
sustanciado conforme a los principios establecidos en la Constitución de la República, los 
Instrumentos Internacionales de protección de derechos humanos y en este Código, con 
observancia estricta de las garantías previstas para las personas y de los derechos del 




 La Constitución, señala en su Art. 76 numeral 3, el principio de Legalidad al señalar:  
“Nadie podrá ser juzgado ni sancionada por un acto u omisión que, al momento de 
cometerse, no este tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra 
naturaleza; ni se le aplicará una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo 
se podrá juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con observancia 
del trámite propio de cada procedimiento”.  
 
 Es importante destacar que no es la mera liberalidad la que le permite actuar al Fiscal, ya que el 
sistema supone que este tiene la obligación de fundamentar su acusación. (Art. 217 CPP) 
 
Como garantista de las personas y los derechos del procesado y de las víctimas en todo 
procedimiento pre procesal y procesal tenemos al Juez de Garantías penales. 
 
1.2.2.   PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
  La aplicabilidad de este principio hace posible un proceso de la naturaleza que fuere, 
especialmente el proceso penal, donde sea justo, legal y apegado al debido proceso como 
también a la protección de los derechos del ciudadano. 
 
 El Principio de legalidad, para su mejor aplicabilidad y compresión, la doctrina lo divide en 
legalidad sustantiva y legalidad objetiva, que a continuación detallamos: 
 
1.2.2.1. LEGALIDAD SUSTANTIVA O NULLUM CRIMEN NULLUM POENA 
SINE LEGE. 
 
La Asamblea General de las Naciones Unidas, reunida en Paris, aprobó la ( Declaración de los 
Derechos del Hombre, aprobada por las Naciones Unidas, en 1948, art.12.), prescribiendo el siguiente 
principio: “Art. 12.- Nadie puede ser condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse 
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no fueron delictivos según el Derecho Nacional e internacional; y, que tampoco se puede imponer una 
pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito”. 
 
 En esta declaración se encuentra adoptado el principio de la Legalidad sustantiva que se resume 
en el conocido precepto “nullum crimen nulla poena sine lege”  que significa que no hay crimen, 
ni hay pena sin una ley previa promulgada por el Estado respectivo, en la cual se describa la 
conducta punible y se prevea la pena con la cual se castiga al infractor, con el único fin de evitar 
la arbitrariedad y la injusticia;  de la misma manera, la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, consagra también el principio de la legalidad 
sustantiva, en el Art. 7 cuando dispone que “Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones 
que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede 
imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a 
la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de 
ellos”. 
 
 Ya dentro de nuestra normativa, la Constitución de la República del Ecuador en su Art. 76 
núm. 3, consagra con toda claridad, el principio de la legalidad sustantiva, cuando dispone que 
nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no 
esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se aplicará 
una sanción  no prevista por la Constitución o la Ley. 
 
 El Código Penal como el Código de Procedimiento Penal, desarrollan la garantía constitucional 
antes citada, cuando disponen que, nadie puede ser reprimido por un acto que no se halle 
expresamente declarado como infracción por la ley Penal, ni sufrir una pena que no esté en ella 
establecida. La infracción ha de ser declarada y la pena establecida con anterioridad al acto.  
 
Deja de ser punible un acto si una ley posterior a su ejecución lo suprime del número de las 
infracciones; y, si ha mediado ya sentencia condenatoria quedará extinguida la pena, haya o no 
comenzado a cumplirse. Si la pena establecida al tiempo de la sentencia difiere de la que regía 
cuando se cometió la infracción, se aplicará la menos rigurosa. En general todas las leyes 
posteriores que se dictaren sobre los efectos de las normas del procedimiento penal o que 
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establezcan cuestiones previas, como requisitos de prejudicialidad, procedibilidad o 
admisibilidad, deberán ser aplicadas en lo que sean favorables a los infractores. 
 
1.2.2.2. LEGALIDAD ADJETIVA O NULLUN POENA SINE IUDICIO. 
 
 
     No es suficiente el principio de que no hay crimen, ni pena sin ley. Es necesario que 
adicionemos que no hay crimen, ni hay pena sin ley y sin que proceda el juicio previo, es decir, 
“nullun poena sine iudicio”. 
 
La referida Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, 
también consagra el principio de la legalidad adjetiva, cuando dispone: “Art. 8.- De las Garantías 
Judiciales: 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con autoridad por 
la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación 
de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.” 
 
 Nuestra Constitución de manera muy clara, consagra el principio de la legalidad adjetiva, 
cuando dispone que sólo se pueda juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y 
con observancia del trámite propio de cada procedimiento. Núm.3 Art 76. 
 
 El Código adjetivo reitera la garantía constitucional en el sentido de que nadie puede ser 
penado sino mediante una sentencia ejecutoriada, dictado luego de haberse probado los hechos y 
declarado la responsabilidad del procesado en un juicio, sustanciado conforme a los principios 
establecidos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de protección 
de los derechos humanos y en este código, con observancia estricta de las garantías previstas 
para las personas y de los derechos del procesado y de las víctimas. De lo que podemos deducir 





1.2.3.  JUEZ NATURAL 
 
  El Art. 76, núm.7, literal k) de la Constitución determina: “Ser juzgado por un juez o jueza 
independiente, imparcial y competente. Nadie será juzgado por tribunales de excepción o por comisiones 
especiales creadas para el efecto”. 
 
 Disposición constitucional que se encuadra con el Art. 3 del Código Adjetivo, que estipula este 
principio al decir. “Nadie puede ser juzgado sino por las juezas y jueces competentes determinados por 
la ley”.  
 
 Nadie podrá ser distraído de su juez natural, bajo ningún pretexto válido, peor aún  que se 
establezcan comisiones u tribunales especiales para juzgar a una persona. La jueza, juez o 
tribunal que juzgue a un individuo acusado de haber cometido una infracción debe ser 
competente, de conformidad con las normas vigentes en nuestro ordenamiento jurídico. 
 
 El juez natural es quien debe sustanciar la causa en razón de la competencia conforme lo 
dispone la ley. La competencia a su vez tiene relación con el fuero. El fuero competente es la 
condición jurídica privilegiada de la que gozan determinadas personas en virtud de la función y 
del cargo que ocupan  con el fin de ser procesados por los jueces y tribunales que determina la 
ley. 
 
  Además, por regla general, el juez debe estar previsto en la ley con anterioridad a la comisión 
del acto punible. Por otro lado, el juez debe ser independiente en el ejercicio de la 
administración de justicia. De acuerdo con la norma constitucional respectiva, los órganos de la 
función judicial son independientes en el ejercicio de sus funciones. Ninguna autoridad puede 




1.2.4.  PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 
 
  La Convención Americana sobre Derechos Humanos, no pudo olvidar el tema de la presunción 
de inocencia al señalar: “2.- Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.” 
 
La Constitución de la república contiene una norma similar a la del Pacto de San José en su Art. 
76 Núm. 2 “Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se declare 
su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada”. 
 
 Por su parte, el Código de Procedimiento Penal, en su art. 4 manifiesta que todo procesado es 
inocente, hasta que en sentencia ejecutoriada se lo declare culpable. 
 
 Conforme a éste principio, obliga a la parte acusadora a demostrar de manera contundente que 
el procesado es el responsable de la comisión del delito del que se le acusa; debe desteñir, 
destruir la presunción de inocencia, esto se decide solamente en sentencia condenatoria 
ejecutoriada. 
 
 Por lo tanto, los jueces y todas las personas en general, tienen que considerar al procesado 
como inocente hasta que se ejecutoríe la sentencia condenatoria.  
 
Reafirmamos que la norma general es la garantía de la libertad de las personas. La excepción, la 
prisión preventiva del procesado, que debe adoptarse con criterio restrictivo, cuando se 
encuentren reunidos los requisitos legales y el juez observe que es indispensable dictar esa 





Para (Cueva Carrión, pág. 151),  la presunción de inocencia no existe; que lo que poseemos es 
un “estado jurídico de inocencia”, lo que significa que todo ciudadano es inocente mientras no se 
pruebe lo contrario. Esto es, que un individuo de la especie humana, por el hecho de ser tal, 
porta consigo un estado determinado, el estado de inocencia; por lo tanto se dice, que es un 
hecho real y objetivo que acompaña a la personalidad humana. 
 
Para que una persona sea declarada culpable deben haber concurrido varios factores como son 
por ejemplo la instauración de un proceso justo y equitativo que determine la responsabilidad de 
una persona mediante sentencia, la misma que debe encontrarse ejecutoriada, de lo contrario se 
seguirá manteniendo a la persona en “estado jurídico de inocencia”, o condición de presunción de 
inocencia. 
 
 Los medios probatorios en todo proceso deben respetar las normas del debido proceso. El 
imputado no debe probar su inocencia, en virtud de este principio constitucional, está facultado 
para presentar pruebas de descargo para reforzar o confirmar el estado de inocencia en el que se 
encuentra. 
 
1.2.5.  ÚNICO PROCESO 
 
     Nuestra Constitución en su Art. 76, núm. 7, literal i, señala: “Nadie podrá ser juzgado más de 
una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena deberán ser 
considerados para este efecto”  
 
 No se puede volver dos veces  sobre lo mismo, axioma que transferido al juzgamiento, significa 
que ninguna persona puede volver a ser sometida a un juicio, de cualquier clase que sea, cuando 
ya ha sido juzgada anteriormente por el mismo hecho que fue objeto del juicio anterior, 





 Por su parte, el Código de Procedimiento Penal en su Art. 5 señala que: “Ninguna persona será 
procesada ni penada, más de una vez, por un mismo hecho.”o non bis in iden o non bis iudiciun. 
 
 Este principio es consustancial a todas las personas naturales, porque defiende el abuso de 
poder absoluto y tiránico, con el fin de no victimizar a una persona dos veces por la misma falta, 
disfrazando el hecho con otras circunstancias, hostigando judicialmente al procesado y 
dejándolo en indefensión ante el sistema de justicia. 
 
 Un solo juicio penal es suficiente para desequilibrar psicológicamente a una persona, 
desvincularlo de su ámbito familiar y social es todavía más tortuoso, peor sería si a dicha 
persona se le juzga nuevamente por el cometimiento de un mismo delito por el cual ya ha sido 
juzgado. 
 
1.2.6.  CELERIDAD 
 
  Como en todas las legislaciones, el principio de celeridad, ocupa un lugar muy importante 
dentro del sistema procesal y sobre todo en el sistema procesal penal, establecida como la 
garantía  de un juicio rápido, es decir, se refiere a la obligación que tiene la justicia a través de 
sus respectivos órganos judiciales, de procurar actuar con celeridad en todo proceso sea cual 
fuere su naturaleza. 
 
 La celeridad en un proceso, ayuda tanto a la sociedad como al procesado, en el sentido de que 
se disminuyen las expectativas y ansiedad de las partes. 
 
 Al respecto nuestra Constitución en su art. 75 determina que toda persona tiene derecho al 
acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e 




El art. 6 del Código de Procedimiento Penal establece: “Para el trámite de los procesos penales y la 
práctica de los actos procesales son hábiles todos los días y horas; excepto en lo que se refiere a la 
interposición de fundamentación de recursos, en cuyo caso correrán sólo los días hábiles”. 
 
 La celeridad en un juicio, depende de la calidad misma del juicio (no es lo mismo juzgar un 
robo que un asesinato), así que su longitud dependerá de las evidencias recogidas, la cantidad de 
la evidencia presentada, las exposiciones de los abogados, el tiempo que necesite el tribunal 
para estudiar las evidencias, etc., para decidir  sobre la existencia del delito y el grado de 
responsabilidad de un individuo. 
 
 Siendo la realidad de varios procesos y sobre todo penales, en la actualidad, lo contrario a lo 
señalado anteriormente; puesto que, por actuación de alguna de las partes procesales, dentro de 
un juicio, existen dilataciones. 
 
1.2.7.  EXTRADICIÓN 
  Como extradición comprendemos el acto de cooperación internacional, con fundamento en el 
convenio, la ley o la reciprocidad, mediante el cual un Estado extranjero, en cuyo territorio se 
encuentra un prófugo de la justicia penal nacional, la entrega al Estado nacional que lo requiere 
para la aplicación de su IUS PUNIENDI. 
 
 El Código de Procedimiento Penal en su Art. 7 señala que es obligación de la jueza o juez 
solicitar en la forma prevista por la ley y los convenios internacionales, la extradición del 
prófugo en los casos de prisión preventiva o de sentencia condenatoria ejecutoriada. 
 




a. No todos los delitos son susceptibles de extradición, que responde a la primera 
condición de la “calidad del hecho”, es decir, que tiene que ser delictivo, según la 
legislación de los dos o más países, lo que se denomina en el Derecho Penal 
Internacional como La Doble Tipificación; esto es que, tanto la legislación del Estado 
requirente (extranjero) con la legislación del Estado requerido, tipifiquen el acto como 
delito en sus leyes penales de fondo. La institución de la doble tipificación, tiene como 
referente el principio de legalidad, en el art. 2 de la ley de Extradición, señala ésta 
característica, “se podrá conceder la extradición, con los límites señalados en la Constitución, 
por aquellos delitos para los que las leyes ecuatorianas y las del estado requirente…”, de 
modo que el hecho tiene que estar tipificado como delito en el Estado Requirente y 
Requerido. 
 
b. Que se trate de una doble identidad relativa a la pena, esto es, que tanto en las leyes 
penales sustantivas del Estado Requirente como en el Ecuador, ese hecho esté 
sancionado con pena privativa de libertad mayor a un año en su grado máximo o 
medida de seguridad, esto es, delitos que no estén sancionados con prisión o delitos 
sancionados con multas solamente. 
 
c. Que se trate de un delito común y no de un delito político. La extradición no procede 
del delito político, pues al contrario, el delincuente, el perseguido político goza de la 
protección del Estado, esto es, el asilo político.  
 
Pero ¿qué es el delito político? Cuestión controvertida en la doctrina internacional; el tratadista 
(Cuello Calón, pág. 180), nos dice que, delito político, son aquellos que, en el orden externo 
afectan la independencia, la integridad territorial o la soberanía del Estado, y los que en el orden 
interno atentan contra el gobierno constituido, esto es, afectan un interés político, es decir los 
delitos tipificados en el Código Penal, como delitos contra la seguridad interna y externa del 
Estado.  
 
 Es importante destacar que nuestra legislación determina que por ningún concepto se 
concederla la extradición de una ecuatoriana o ecuatoriano, pues debemos entender al mismo 
14 
 
tiempo que no por tomar esta decisión soberana de no aceptar la extradición, se le está 
garantizando al acusado una impunidad, sino que, dentro de la misma disposición se determina 
que el juzgamiento estará sujeto a las leyes del Ecuador, guardando concordancia con el art. 7 
del Código Penal. (Constitución de la República del Ecuador 2008) Art. 79. 
 
 Con esta disposición se está asegurando proteger los derechos de los nacionales, a fin de que 
todo ecuatoriano esté sujeto a la jurisdicción y competencia de las leyes del país, y no de la 
aplicación de las leyes del país que solicite la extradición de alguna persona para su 
juzgamiento. 
 
En todo caso el Código de derecho Internacional Sánchez de Bustamante, faculta en su Art. 345 
a que “Los Estados contratantes no están obligados a entregar a sus nacionales. La nación que se 
niegue a entregar a uno de sus ciudadanos estará obligada a juzgarlo”; por lo que se deja en libertad 
y soberanía de cada Estado entregue o no a sus ciudadanos, lo que si se debe tratar de asegurar 
es que el acusado debe ser juzgado atendiendo los principios constitucionales y del debido 
proceso. 
 
1.2.8.  CONCLUSION DEL PROCESO 
 
 Nuestro Código de Procedimiento Penal señala que el proceso penal sólo puede suspenderse o 
concluir en los casos y formas establecidas en éste código.  
 
El proceso puede suspenderse en el auto de llamamiento a juicio, cuando el acusado estuviere 
prófugo, hasta que el encausado sea aprehendido o se presentare voluntariamente, a excepción 




Concluye el proceso con el sobreseimiento definitivo del proceso que da fin al juicio y en 
consecuencia impide iniciar otro por el mismo hecho, como lo señala el art. 243 del mismo 
cuerpo legal citado. 
 
De la misma manera el Código de procedimiento Penal señala que en los procedimientos de 
acción privada, puede concluir el juicio por abandono (art.61), desistimiento (art.60) u otra 
forma permitida por la ley. 
 
1.2.9.  NOTIFICACIONES 
 
“Toda providencia debe ser notificada a las partes procesales. La notificación se hará mediante una 
boleta dejada en el domicilio judicial o en la casilla judicial señalada para el efecto”. 
 
 Para conceptualizar la notificación podemos guiarnos por lo que establece el Código de 
Procedimiento Civil, al señalar: “Notificación es el acto por el cual se pone en conocimiento de las 
partes, o de otras personas o de funcionarios, en su caso, las sentencias, autos y demás providencias 
judiciales, o se hace saber a quién debe cumplir una orden o aceptar un nombramiento, expedidos por el 
juez”. 
 
1.2.10. IMPULSO OFICIAL 
 
“El proceso penal será impulsado por la fiscal o el fiscal y la jueza o juez, sin perjuicio de gestión de 
parte” Art. 10 CPP. 
 
 Desde la Constitución Política del Ecuador de 1998 se instauró el sistema procesal oral y este principio 
se mantiene vigente en la nueva Constitución de la República en su Art. 168 numeral 6 que señala: “La 
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sustanciación de los procesos en todas las materias, instancias, etapas y diligencias se llevará a cabo 
mediante el sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción y dispositivo”. 
 
 Refiriéndose a los procesos penales, la Constitución de la República en su art. 195 expresa: “La 
Fiscalía dirigirá de oficio o a petición de parte, la investigación pre procesal y procesal penal, durante el 
proceso ejercerá la acción pública con sujeción a los principios de oportunidad y mínima intervención 
penal, con especial atención al interés público y a los derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará 
a los presuntos infractores ante el juez competente, e impulsará la acusación en la sustanciación del 
juicio penal”.  
 
 De lo anotado se colige que el Fiscal (en general) es quien recibe la notitia criminis (Arts. 42, 
209 numeral 1, 215 inciso primero, 216 numeral 1 del CPP), la investiga (Arts. 65 inc. final, 
208, 215, 216 del CPP), de obtener fundamentos (evidencias) que le permitan presumir la 
existencia de un acto tipificado como delictual  y de la vinculación de una persona a tal acto (de 
ser el caso) lo acusa (acusación fiscal) ante los jueces; y, mantiene su acusación cuando existe 
razón para ello durante la tramitación del proceso (Arts. 224, 232 del CPP); en tanto, 
fundamental en el nuevo sistema procesal resulta tal acusación fiscal sin la cual no progresa el 
procedimiento (Arts. 232, 244 del CPP) por lo tanto no procede la etapa del juicio (Art. 251 del 
CPP). 
 
1.2.11. INVIOLABILIDAD DE LA DEFENSA 
 
“La defensa del procesado es inviolable”. 
 El procesado tiene derecho a intervenir en todos los actos del proceso que incorporen 
elementos de prueba y a formular todas las peticiones y observaciones que consideren 
oportunas. 
Si el procesado está privado de la libertad, el encargado de su custodia debe transmitir 
acto seguido a la jueza o juez de Garantías Penales, al Tribunal de Garantías Penales 




 Este principio está consagrado en el Art. 77 literales a, b, y c de nuestra Constitución, que 
establece que el derecho de toda persona a la defensa incluye: a. Ser informada, de forma previa 
y detallada, en su lengua propia y en lenguaje sencillo de las acciones y procedimientos 
formulados en su contra, y de la identidad de la autoridad responsable de la acción o 
procedimiento; b. Acogerse al silencio; c. Nadie podrá ser forzado a declarar en contra de sí 
mismo, sobre asuntos que puedan ocasionar su responsabilidad penal. 
 
 Así los señala también el Art. 71 del Código de Procedimiento Penal, que establece que 
ninguna persona podrá ser interrogada ni aún con fines de investigación, sin la presencia de un 
abogado defensor de su confianza. Si el interrogado no designa un abogado  defensor privado, 
se contará con un defensor público o de oficio. 
 
El defensor está obligado a instruir al declarante de su derecho a guardar silencio, así como de 
las consecuencias favorables o desfavorables de tal decisión. 
 
No tendrá valor probatorio alguno los actos pre procesales o procesales que incumplan esta 
disposición. 
 
 Se garantiza al procesado la posibilidad de contradecir las imputaciones en su contra. Tendrá 
derecho a que: 
 
a. Se le reconozca su calidad de parte procesal.  
b. Pueda comparecer en igualdad de condiciones en el juicio ante un juez imparcial. 
c. Exista una imputación clara, precisa y circunstanciada. 
d. Tenga acceso a toda la información que exista en su contra, de modo oportuno (esto es 
lo que se denomina la intimación) además de contar con el tiempo necesario para su 
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defensa. Sobre esto, la Constitución incluso se refiere a que se le informe de sus cargos 
en su lengua materna. 
e. Pueda expresar los argumentos necesarios en su defensa, antes de que se expida 
sentencia. 
f. No se le obligue a incriminarse. 
g. La decisión que se expida debe ser debidamente motivada (Art. 76 literal L de la 
Constitución de la República). 
 
1.2.12. INFORMACIONDE LOS DERECHOS DEL PROCESADO 
 
  De acuerdo con éste principio se garantiza de mejor manera el derecho de información a las 
personas procesadas lo que permite una mejor defensa como lo señala el Art. 12 del Código de 
Procedimiento Penal al señalar que, toda autoridad que intervenga en el proceso debe velar para 
que el procesado conozca, inmediatamente, los derechos que la Constitución de la República, 
los Instrumentos Internacionales de Protección de Derechos Humanos y este Código le 
reconocen. El imputado tiene derecho a designar un defensor. Si no lo hace, la jueza o juez de 
Garantías Penales debe designar de oficio un Defensor Público, antes de que se produzca su 
primera declaración. La jueza o juez de Garantías Penales o el Tribunal de Garantías Penales 
pueden autorizar que el procesado se defienda por sí mismo. En ese caso el defensor se debe 
limitar a controlar la eficacia de la defensa técnica, como lo señala el art. 12 del Código de 
Procedimiento Penal. 
 
 Los Derechos que nuestra Constitución reconoce se encuentran en el Art. 77, numerales 3, 4, 5. 
Cuando señala que toda persona en el momento de la detención tendrá derecho a conocer en 
forma clara y en un lenguaje sencillo las razones de su detención, la identidad de la jueza o juez, 
o autoridad que la ordenó, la de quienes la ejecutan y la de las personas responsables del 
respectivo interrogatorio. En el momento de la detención, la agente o el agente informará a la 
persona detenida de su derecho a permanecer en silencio, a solicitar la asistencia de una abogada 
o abogado, o de una defensora o defensor público en caso de que no pudiera designarlo por sí 
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mismo, y a comunicarse con un familiar o con cualquier persona que indique. Si la persona 
detenida fuera extranjera quien lleve a cabo la detención informará inmediatamente al 
representante consular de su país. 
 
 Es de gran importancia que en los procedimientos policiales de aprehensión por delito flagrante 
y detención con orden de autoridad competente, es indispensable que el agente investigador 
tenga presente este Principio Procesal y Constitucional apegado a los derechos, garantías y al 




“Si el procesado no entendiera el idioma español, podrá señalar un traductor. Si no lo 
hiciere, la fiscal o el fiscal o el Tribunal lo designará de oficio. El estado cubrirá los 
costos de las traducciones”. (Código de Procedimiento Penal del Ecuador) Art. 13. 
 
 De la misma manera, nuestra Constitución, en su Art. 77, núm. 7, lit. f), señala: “Ser asistido 
gratuitamente por una traductora o traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma en el 
que se sustancia el procedimiento”. En concordancia con lo señalado, el inciso segundo del Art. 2 
de la Constitución, determina que el castellano es el idioma oficial, y que el kichwa y el shuar 
son idiomas oficiales de relación intercultural, en cuyo caso como medida de garantía 
constitucional se establece que un extranjero o persona de alguna comunidad indígena que este 
sujeto a una actividad investigativa, tendrá derecho a ser informada, de forma previa y detallada, 
en su lengua propia y en lenguaje sencillo de las acciones y procedimientos formuladas en su 
contra, de la identidad de la autoridad responsable de la acción o procedimiento. 
 
 En el caso de que una persona no hable el idioma oficial que según la Constitución es el 
castellano, sea porque es extranjera, o pertenezca a alguna de las comunidades indígenas que 
hablan el kichwa, el shuar o algún idioma ancestral, los jueces están obligados en informarle a 
esta, en el idioma del procesado, los procedimientos que se han iniciado en su contra. 
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 El procesado debe conocer en su idioma de las acciones que se inicien en su contra por la 
comisión de un delito que se lo acusa, así como de los antecedentes y circunstancias 
concomitantes que acompañaron al acto delictivo. 
 
 De esta manera se garantiza el derecho a la tutela jurídica sin discriminación alguna, de manera 
gratuita, a la vez que se garantiza el derecho a la defensa. 
 
1.2.14. IGUALDAD DE DERECHOS 
 
“Se garantiza a la fiscal o el fiscal, al procesado, a su defensor, al acusado particular y sus 
representantes y las victimas el ejercicio de las facultades y derechos previstos en la Constitución de la 
República y este Código”. 
 
 El Art. 11 núm. 2 de la Constitución señala: 
 
“El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 
2. Todas las personas son iguales y gozaran de los mismos derechos, deberes y 
oportunidades. 
Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, 
identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación 
política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación 
sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra 
distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos. La ley 
sancionará toda forma de discriminación. 
El estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real a favor 




La Igualdad se traduce dentro del proceso en la oportunidad que tienen los sujetos procesales 
para realizar los actos procedimentales en igualdad de oportunidades como solicitar pruebas, 
controvertirlas y presentar alegaciones. Supone que los sujetos procesales (Fiscalía, ofendido y 
procesado) tengan un tratamiento equitativo en orden al papel que a cada uno le toca cumplir. 
De ahí que se atribuya al Juez el papel de protector de las garantías constitucionales desde la 
etapa preprocesal (Art. 80 del CPP), comportando la obligación para el Juez de velar por una 
igualdad procesal que se dé en los hechos. 
 
1.2.15. INTERPRETACIÓN RESTRICTIVA 
 
  Nuestro Código de Procedimiento Penal nos señala en su Art. 15 que, todas las disposiciones 
de esta Ley que restringen la libertad o los derechos del procesado o limitan el ejercicio de las 
facultades conferidas a quienes intervienen en el proceso, deben ser interpretadas 
restrictivamente. 
 
 Nuestra Constitución de la República, consagra el principio del Debido Proceso, e incorpora las 
garantías sobre el tema de la pérdida de la libertad de las personas, como son: 
 
 Toda persona al ser detenida tendrá derecho a conocer las razones de su detención, la identidad 
de la autoridad que la ordenó, la de los agentes que la llevan a cabo y la de los responsables del 
respectivo interrogatorio. (Art. 77, núm.3 de la Constitución) 
 
 Ninguna persona podrá ser interrogada, ni aún con fines de investigación, por la Fiscalía 
General del estado, por una autoridad policial o por cualquier otra sin presencia de un abogado 
particular o de un defensor público, ni fuera de los recintos autorizados para el efecto. (lit. e, 




 Ninguna persona podrá ser admitida en un centro de privación de libertad sin una orden escrita 
emitida por jueza o juez competente, salvo en caso de delito flagrante. Las personas procesadas 
o indiciadas en juicio penal que se hallen privadas de libertad permanecerán en centros de 





















DELITOS DEL NARCOTRÁFICO 
 
2.1. LAVADO DE DINERO 
 
  En el presente capítulo se tratarán las características más importantes de cada uno de los 
delitos que se encuentran relacionados con las drogas, específicamente con el narcotráfico, 




2.1.1.  RESEÑA HISTÓRICA 
 El término popular “lavado de dinero” proviene desde la época en la cual en los estados Unidos 
estaba prohibido el negocio del licor ilegal y las actividades de juego; sin embargo un señor 
llamado Al Capone que traficaba y contrabandeaba con estas actividades, organizó el negocio y 
prosperó como nunca antes en ese país. En esa época del siglo XIX también aparecieron Lucky 
Luciano y Bugsy Siegel, y se inicia la era del llamado crimen organizado. 
 
 Millones de dólares fueron ganados usando prácticas criminales y para darle apariencia legal a 
los dineros ilícitos, se montaron múltiples negocios de lavanderías automáticas, especialmente 
en la ciudad de Chicago, que servían como fachada, para justificar ante las autoridades su 
aparente legalidad. 
                                                     
1
 La Convención de Palermo, aprobada el 15 de noviembre de 2000, en su art. 2, da algunas definiciones 
y señala que el “grupo delictivo organizado” comprende un grupo estructurado de tres o más personas 
que existan durante cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito de cometer uno  o más 
delitos tipificados con arreglo a la presente Convención con miras a obtener, directa o indirectamente, 
un beneficio económico u otro beneficio de orden material. Por “delito grave” se entenderá la conducta 
que constituya un delito punible con una privación de libertad máxima de al menos cuatro años o con 
una pena más grave. 
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 El producto de los negocios ilícitos, una vez justificada su procedencia se consideraba como 
lavado de dinero y ello permitía al gánster y a sus negocios permanecer fuera de las manos de la 
ley y vivir como magnates, creando una gran brecha frente a la mayoría de personas que, sin 
estar en el negocio, sufrirían las consecuencias económicas y sociales generadas por el dinero 
mal habido.  (Cano C. & Lugo, 2006, pág. 17) 
 




  Uno de los fines esenciales del tráfico ilícito de drogas es el lucro, las grandes sumas de dinero 
que la actividad genera en todo el mundo crea peligrosas situaciones, ya que es ilegal y sus 
autores buscan ocultar el origen de esas sumas, allí es donde aparece el lavado de dinero. 
 
 El narcotráfico como el lavado de dinero son fenómenos supranacionales, ya que sus hechos 
ocurren dentro y fuera del país, debiendo estar tipificados como delitos en todas las 




Se lo ha definido de la siguiente manera: “El lavado de dinero, es el mecanismo a través del cual se 
oculta el verdadero origen de dineros provenientes de actividades ilegales, tanto en moneda nacional 
como extranjera y cuyo fin, es vincularlos como legítimos dentro del sistema económico de un país”.  







 Es considerado como un delito económico y financiero, perpetrado generalmente por 
delincuentes de cuello blanco que manejan cuantiosas sumas de dinero que le dan una 
posición económica y social privilegiada. 
 
 Procedimiento clandestino mediante el cual los fondos procedentes de actividades 
ilícitas, son reciclados al circuito normal de capitales y bienes y luego usufructuados 
hábilmente. 
 
 Trasciende a dimensiones internacionales, ya que cuenta con un avanzado desarrollo 
tecnológico de canales financieros a nivel mundial. 
 
2.1.3.  ETAPAS DEL LAVADO DE DINERO Y ACTIVOS 
 
   A continuación se describen las tres etapas o fases más conocidas o detectadas en el proceso 
de lavado. Esta descripción constituye un esquema de carácter teórico. En la práctica los casos 
observados pueden no cumplir estrictamente con cada una de las fases o etapas aquí expuestas. 
Es posible que en algún caso se salte alguna fase, buscando de esta manera algún camino 
alternativo. 
 
     Los mecanismos más utilizados en el proceso de lavado de dinero, pueden dividirse en las 
siguientes 3 etapas o procesos: 
 
1. Colocación 
2. Decantación o manipulación 
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   Varias actividades delictivas poseen la particularidad de obtener sus ganancias en dinero en 
efectivo, como es el caso del narcotráfico. Quienes obtienen así el dinero enfrentan de inmediato 
el problema logístico de deshacerse de esas sumas, generalmente voluminosas, tratando de 
transformarlas en activos que sean más fáciles de manejar. Esto se logra intentando efectuar 
depósitos bancarios para poder transformar estas sumas en dinero bancario. 
 
 En la colocación generalmente se intenta utilizar a los negocios e instituciones financieras, 
tanto bancarios como no bancarias para introducir montos en efectivo, generalmente divididos 
en sumas pequeñas, dentro del circuito financiero legal. 
 
 Las organizaciones delictivas usan, en esta etapa, auxiliares pocos sospechosos, como pueden 
ser personas con documentación falsa o empresas “fachada”, para depositar dinero en efectivo 
en montos pequeños y en diferentes instituciones, desde donde se pueden transferir en corto 
tiempo y a muchos países del mundo. 
 
Una variante en esta etapa es trasladar el dinero en efectivo a países con reglamentaciones 
permisivas o a aquellos que posean un sistema financiero liberal como los conocidos paraísos 
fiscales o bancos off shore. 
 
La introducción de dinero en efectivo es justificado muchas veces por medio de la instalación de 
comercios que, por sus características operan también con dinero en efectivo, como por ejemplo 
restaurantes, video clubes, supermercados, etc. Donde las ganancias obtenidas en actividades 
legítimas son mezcladas con ganancias ilícitas que se legitiman como ganancias legales, al ser 
depositadas en los bancos. 
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 Las organizaciones delictivas, en general, realizan la colocación por medio de entidades 
bancarias, casinos de juego, casas de cambio, etc.  (República de Argentina. Presidencia de la 
Nación, 1998, pág. 15) 
 
2.1.3.2. DECANTACION O MANIPULACION 
 
 
 Una vez que el dinero fue colocado, se trata de efectuar diversas operaciones complejas, tanto a 
nivel nacional como internacional, para que se pierda su rastro y se dificulte la verificación 
contable del mismo. 
 
 El objetivo de esta instancia es cortar la cadena de evidencia ante eventuales investigaciones 
sobre el origen del dinero. En general las sumas son giradas en forma electrónica a cuentas 
anónimas en países en donde pueden ampararse en el sector bancario, o en su defecto a cuentas 
de firmas fantasmas ubicadas en varias partes del mundo, propiedad de las organizaciones 
delictivas. 
 
 En los procesos de transferencia, el dinero ilícito se mezcla con sumas millonarias que los 
bancos mueven legalmente a diario, lo cual favorece al proceso de ocultamiento del origen 
ilegal. Como ejemplo de las operaciones e instrumentos más comunes utilizados en esta etapa  
pueden citarse a los cheques de viajero, giros entre múltiples instituciones bancarias, 
operaciones por medio de bancos off shore, transferencias electrónicas, compra de instrumentos 
financieros con posibilidad de rotación rápida y continua, compra de activos de fácil 
disponibilidad, empresas ficticias, etc. 
 
 El desarrollo del internet y de la nueva tecnología del dinero digital favorece ampliamente al 
accionar de las organizaciones delictivas en este proceso, ya que amplía las diferentes 
posibilidades en los mecanismos de transferencia otorgándoles mayor rapidez y anonimato. 
(República de Argentina. Presidencia de la Nación, 1998, pág. 16). 
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2.1.3.3.  INTEGRACION O JUSTIFICACION 
 
 
  En esta última etapa el dinero es incorporado formalmente al circuito económico legal, 
aparentando ser de origen legal, provenientes de ahorristas, inversores comunes, etc., sin 
despertar sospechas. Esta fase permite crear organizaciones de “fachada” que se prestan entre sí, 
generando falsas ganancias por intereses o bien inviertes en inmuebles que a su vez sirven como 
garantías de préstamo, que son supuestamente invertidos en negocios con una también supuesta 
gran rentabilidad. Una vez formada la cadena, puede tornarse cada vez más fácil legitimar el 
dinero ilegal. 
 
Los medios más utilizados en esta etapa son las inversiones en cadenas hoteleras, 
supermercados, participación en el capital social de empresas, compra de inmuebles, piedras 
preciosas, obras de arte, a través del Testaferrismo, etc. 
 
 La tendencia en esta fase del proceso es invertir en negocios que sirvan, o faciliten a la 
organización criminal, continuar con actividades delictivas como por ejemplo: 
 
 Empresas de transporte, dedicadas al traslado de dinero, drogas, precursores químicos u 
otros bienes de contrabando. 
 Empresas de la rama de la química, que posibiliten el suministro de precursores 
químicos, para la elaboración de estupefacientes. 
 Agencias de turismo para favorecer la comercialización de mercadería de contrabando. 
 Sectores económicos que muevan grandes sumas de dinero en efectivo para poder 
mezclarlo con el dinero de origen ilícito, como por ejemplo casinos, agencia de juegos, 




 Por lo expuesto, es aquí donde el dinero se filtra al sector financiero, y una vez ingresado a este, 
el lavador puede manipularlo a su conveniencia para disfrazarlo como dinero legal. 
 
 Una vez que el dinero ha logrado ingresar al sistema evadiendo todo control, los lavadores 
favoreciéndose de los servicios prestados por una institución realizan toda clase de 
transacciones posibles, convirtiendo en una verdadera obra de ingeniería financiera, siendo muy 
difícil realizar un seguimiento del origen y destino de las transacciones; es aquí  cuando se 
pierde el rastro del origen de los fondos. 
 
 Habiéndose superado las dos etapas anteriores, el lavador busca justificar la tenencia de los 
recursos mediante su involucramiento en diversas actividades económicas. Tal es así, que se 
crean negocios reales, que si bien es cierto no generan ningún tipo de rendimiento, dan la 
apariencia de ser muy rentables, quedando “legalmente” justificada la procedencia de sus 
recursos.
 
(República de Argentina. Presidencia de la Nación, 1998, pág. 17). 
 
 El ánimo de lucro que en ocasiones orienta la actividad criminal, ha exigido a la delincuencia el 
diseño de estructuras financieras y económicas para canalizar los recursos obtenidos e introducir 
en el torrente monetario y/o a través de algunos de los sectores económicos mediante 
operaciones comerciales, financieras, bursátiles y societarias entre otras, una apariencia de 
legalidad y/o de legitimidad sobre bienes que, siendo considerados producto, instrumento o 
efecto de un delito o como son secuencia de su transformación, logran incorporarse 
formalmente al patrimonio del delincuente, de la organización criminal o de sus auxiliares, 
facilitando con ello el incremento de su capacidad económica, el acceso a las esfera de poder y 
en todo caso el incremento de la actividad criminal. 
 
El 18 de octubre de 2005, se publicó en nuestro país, la ley para Reprimir el Lavado de Activos 
en el Registro Oficial Nº 127, en virtud de la cual se establece infracciones y penas; entre las 
infracciones se penaliza el hecho de quien de alguna manera tenga, adquiera, transfiera, posea, 
administre, utilice, mantenga, resguarde, entregue, transporte, convierta o se beneficie de 
cualquier manera, de activos de origen ilícito. 
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2.1.4.  COMENTARIO PERSONAL 
 
El Lavado de dinero está íntimamente ligado al narcotráfico pues es su principal fuente de 
origen cuyo proceso es un esquema de “simulación de licitud” con el fin de dar apariencia de 
legal a los fondos provenientes de un ilícito. El componente de simulación se presenta a lo largo 
de todo el proceso, pues las mutaciones que experimenta el efectivo original del delito a partir 
de su acceso al esquema de blanqueo se dará a instancias de no demostrar su procedencia; de 
allí su transformación permanente en productos y servicios a efectos de construir la máscara con 
lo cual procederá en su recorrido a través de la denominada “ruta de fondos”. 
 
El narcotráfico como el Lavado de Dinero son fenómenos supranacionales, ya que sus hechos 
ocurren dentro y fuera de un país, debiendo estar tipificados como delitos en todas las 




2.2.1.  GENERALIDADES 
 
     Al igual que el Lavado de dinero, el testaferrismo es considerado como uno más de los 
delitos íntimamente ligados al narcotráfico, puesto que a través de testaferros o en participación 
directa, se estructura un imperio que mueve millones y millones de dólares, en parte legales por 
los múltiples negocios y en parte ilegales por ser fruto del narcotráfico y del lavado de dinero. 
 
 Fortunas difíciles de cuantificar por su volumen, que sostienen al vil negocio de las drogas, 
localizándose en el lavado de dinero el centro vital de estas repudiables actividades.  Por 
puntualizar el asunto tomamos como ejemplo a “uno de los narcotraficantes más temidos y 
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desalmados por Colombia como fue Pablo Escobar, quien fue en su tiempo incluido por la revista Forbes 
entre los veinte hombres más ricos del mundo”.  (Barriga López, 1995, pág. 19) 
 
2.2.2.  VARIAS MODALIDADES 
 
   Las dimensiones a las que puede llegar el testaferrismo dentro del país, son incalculables al 
igual que el narcotráfico, por lo que, el testaferro emplea varias modalidades dentro de 
operaciones o transacciones financieras como económicas; por lo que se cita a continuación 
varias modalidades  más comunes pero no únicas.   
 




Bajo esta modalidad existen testaferros dedicados a resucitar empresas quebradas, que han 
perdido sus activos o están por liquidarse; en estas circunstancias vienen los “magos testaferros 
de la economía”, y de la noche a la mañana les inyectan capitales frescos y las transforman en 
empresas de alta rentabilidad. Durante los últimos años en que ha predominado el subempleo, el 
desempleo y la pobreza en el Ecuador, ha sido la época del auge de la construcción de edificios 
de lujo, condominios cinco estrellas, conjuntos habitacionales frente al mar, fincas 
recreacionales, etc. ¿Quiénes son las empresas constructoras? Será acaso, constructoras que 
antes estaban en banca rota por falta de capital. 
 




Se invade de dólares el mercado de la calle y testaferros profesionales organizan y estructuran a 
grupos de pequeños empresarios conocidos como vendedores ambulantes, los que se distribuyen 
frente a la mayoría de las casas de cambio existentes en el país. 
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Un testaferro contrata a varias personas que se dedican a realizar transacciones financieras en 
dólares en muchas agencias bancarias, casas de cambio, tarjetas de crédito en varias ciudades; 
logran depositar o cambiar pequeñas cantidades de dólares sin dejar huella en el proceso de 
blanqueo. 
 
2.2.2.4.  SISTEMA DE LAVADO PERDIENDO Y GANANDO. 
 
 
Organizaciones de testaferros que operan en conexión con organizaciones mafiosas 
internacionales que se dedican a comprar activos, bienes, acciones, papeles fiduciarios, etc., a 
un precio y los revenden perdiendo justificando así, la procedencia del dinero.  
 
2.2.2.5. SISTEMA DE LAVADO EN ZONAS FRANCAS O BLANQUEO EN 
BAHÍAS. 
 
Testaferros de organizaciones internacionales invierten millones de dólares a nivel nacional en 
contrabando internacional de electrodomésticos, equipos de informática o computación, equipos 
de comunicación satelital, ropa, licores finos, armas de fuego, perfumería, equipos de caza y 
pesca, lanchas para deporte, etc. 
 
2.2.3.  MARCO LEGAL ECUATORIANO 
 
De la misma manera que en el país se sanciona el lavado de dinero, igualmente la ley sanciona a 
quienes oculten, disimulen o impidan la determinación real de la naturaleza, origen, procedencia 
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o vinculación de activos de origen ilícito. Debemos entender que dentro de esta normativa se 
encontrarían también aquellos delitos provenientes de actividades del narcotráfico, incluido el 
testaferrismo, pues también sanciona a las personas naturales o jurídicas que presten el nombre 
para la comisión de los mismos. 
 
Esta Ley abarca además a aquellas personas que organicen, gestionen asesoren, financien o 
participen de alguna manera por si mismos a por interpuestas personas operaciones o 
transacciones financieras o económicas, cuya finalidad sea la de aparentar legalidad en las 
actividades de lavado de activos o dar la apariencia lícita a los réditos provenientes de tales 
actividades. 
 
 Expresamente manifiesta en su texto que los actos típicos constantes en el art. 14 de la Ley para 
Reprimir el Lavado de Activos, deben ser investigados, enjuiciados y sentenciados por las 
autoridades competentes como delitos autónomos de los demás delitos de tráfico ilícito, es decir 
no se contrapondría con las disposiciones contenidas en otras normativas penales de nuestra 
legislación. 
 
 Para ello, debemos tomar en cuenta lo que dispone el código Penal en el Art. 81, en caso de la 
acumulación de la penas, pues dispone la observancia de reglas relativas a las penas cuando 
concurran varios delitos. 
 
 En el caso propuesto, siendo los delitos de narcotráfico materia de este tema, reprimidos todos 
ellos con reclusión, el numeral 3 del artículo referido dispone que se deberá imponer la pena 
mayor. 
 
 En tratándose de la concurrencia de varios delitos reprimidos con reclusión mayor especial, se 




La Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas señala en el art. 87 las reglas respecto de 
la concurrencia de varias infracciones, determinadas en esta ley; que se acumularan las penas 
determinadas para cada una de las infracciones perpetradas, de tal manera que, la pena 
acumulada aplicable sea el resultado de la suma de la pena correspondiente a cada infracción. 
 
 La acción penal por la comisión de estos delitos prescribe en el doble del tiempo de la pena 
máxima prevista para cada infracción; la pena prescribe en un tiempo igual al doble de la 
condena; sin embargo, el plazo de prescripción nunca será mayor de veinte y cinco años. 
 
2.3. TRÁFICO DE ARMAS DE FUEGO 
 
2.3.1.  GENERALIDADES 
El comercio de armas de fuego que pueden ser desde simples mosqueteros, la pistola, escopetas, 
fusiles, hasta ametralletas, subametralletas, subametralladoras, etc., y que indudablemente son 
instrumentos letales, independientemente de su calibre, puesto que con ellas se puede hacer un 
grave daño, a tal grado de ocasionar un atentado a la vida, ha adquirido grandes repercusiones 
rebasando los alcances políticos, económicos, tecnológicos y jurídicos.  (Bruccet Anaya, 2007, 
pág. 512) 
 
 Políticamente la existencia siempre latente de una aproximación a un estado de guerra mundial, 
o revolución interna, da lugar a que en países en los que no se esté conforme con el Gobierno 
establecido, como suele suceder en alguna parte de Centro América, o en lugares donde existen 
conflictos intensos de grandes repercusiones como en el medio oriente, da lugar a la existencia 
de grupos clandestinos dedicados al tráfico de armas. 
 
Económicamente, existen Estados que se dedican a la fabricación de armas, esto acarrea fuentes 
de trabajo y captación de recursos. 
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Tecnológicamente, se puede decir, que hoy en día se tiene un efecto científico muy marcado, ya 
que el uso del laboratorio se hace indispensable para el diseño armado y prueba de armas 
altamente sofisticadas, que llegan a ser divergentes y polivalentes, cuyo efecto traumático por 
sus efectos son aterradores, armas no solo explosivas sino detonadoras, químicas; armas que 
pueden ser manejadas en el aire, tierra, con miras basados en dispositivos infrarrojos, mar y en 
el espacio, como el rayo láser, todas ellas permiten manejarlas en aparatos sofisticados de fácil 
portación o de carga como misiles o bombarderos. (Bruccet Anaya, 2007, pág. 513) 
 
El comercio de armas legalmente se da primeramente en el laboratorio donde es diseñada, luego 
en la industria donde es construida y producida en serie, más tarde cuando llega al mercado 
negro, esto es cuando no se hace el seguimiento adecuado y suelen entrar entonces en un 
circuito ilegal de circulación, ya que el desvío, el robo y la captura de armas suelen ser la fuente 
principal de materia para el mercado negro; y es vendida por grupos traficantes y por último 
quien la compra y la utiliza. La característica esencial del tráfico de armas es el destino de su 
posesión. Un gran porcentaje de la posesión clandestina tiene como respuesta la realización del 
crimen. (Lumpe, 2004, pág. 18) 
 
En nuestro país los casos sobre tráfico de armas tiene una relación aún indirecta pero no 
desligada con los grupos que trafican con sustancias sicotrópicas. 
 
2.3.2. DÉCADA DE LOS 90 
 
   Durante la década de los años 90, se dio mucha importancia al tráfico de armas. El 
surgimiento de nuevas fronteras, el excedente de armas de la post Guerra Fría y la rápida 
expansión del libre comercio aumentaron la disponibilidad y facilitaron el tráfico ilegal. Y como 
la atención de los gobiernos y de los medios de comunicación estaba centrada en fenómenos 
tales como el tráfico de drogas, los delitos internacionales y las guerras civiles que asolaban al 
planeta entero, los activistas empezaron a ocuparse un poco más de los instrumentos de la 




Los delincuentes, los paramilitares, los grupos rebeldes, e incluso los gobiernos represivos, no 
suelen fabricar sus propias armas. En general de penden del mercado ilegal - o negro -  de 
revólveres y pistolas, granadas, morteros y otras armas para llevar adelante represión, guerras, 
terrorismo, violencia o delincuencia.  
 
Según el Comité Internacional de la Cruz Roja, el aumento de disponibilidad de armas ligeras y 
de pequeño calibre por vías “legales” e “ilegales” provocó un incremento alarmante de 
víctimas civiles durante los años 90.  (Lumpe, 2004, pág. 17) 
 
Antes no había una disponibilidad tan grande de armas como lo hubo. Incluso después de la 
Segunda Guerra Mundial, que provocó un aumento significativo del número de armas que 
circulan por el mundo, el excedente estaba bajo control político, hasta cierto punto. Pero durante 
la Guerra Fría, las principales potencias mantuvieron la producción de armas al ritmo de la 
Segunda Guerra y generaron así un enorme excedente en relación a sus necesidades. 
 
Como el ritmo de producción de nuevos materiales era mucho más acelerado que el de 
destrucción de armas en la guerra y el tiempo que tardaban en volverse técnicamente obsoletas, 
la reserva mundial de armamento fue creciendo de manera inevitable.  (Lumpe, 2004, pág. 20) 
 
2.3.3. MARCO LEGAL ECUATORIANO 
 
  En base al Acuerdo Interministerial Nº 001 de Prohibición de Portar Armas del 30 de junio del 
2009, suscrita entre, el Ministro de Defensa Nacional Javier Ponce Cevallos y el Ministro de 
Gobierno Dr. Gustavo Jalkh Roben, de ese entonces, se dispuso en su art. 1, que el Estado 
Mayor del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas, transfiera a la Unidad Técnica de 
Control de Armas de la Policía Nacional, la base de datos de control de armas, accesorios, 
sistemas informáticos, licencias, archivos físicos de soporte documental de los permisos 
otorgados, que se encontraban hasta ese entonces bajo la responsabilidad del Comando 
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Conjunto de las Fuerzas Armadas del Ecuador.  (Acuerdo Interministerial Nº 001 del 30 de 
Junio del 2009, Arts. 1 y 3. Ecuador) 
 
En el art. 3 mismo Acuerdo, se determina disponer la prohibición de porte de todas las armas 
dentro de las categorías establecidas como de uso civil a nivel nacional como medida necesaria 
para precautelar y coadyuvar al mantenimiento de la seguridad interna. 
 
 Conforme lo establece el Reglamento a la Ley de Fabricación, Importación, Exportación, 
Comercialización y Tenencia de Armas, Municiones, Explosivos y Accesorios, en su art. 76 se 
deberá tener en consideración su tenor literal que reza:  
 
 “El permiso de tenencia de armas es el acto administrativo mediante el cual los 
Centros  y Subcentros de Control de Armas otorgan el documento pertinente a las 
personas naturales y jurídicas, para tener en determinado lugar (dirección particular o 
domiciliaria) las armas autorizadas. El permiso de portar armases el acto 
administrativo mediante el cual los Centros y Subcentros de Control de Armas 
conceden la autorización pertinente a las personas naturales y jurídicas para llevar 
consigo o a su alcance las armas registradas. 
 
 Las armas de fuego de uso civil las podrán portar los ciudadanos de acuerdo a la 
función, actividad, lugar y justificación para la que fueron autorizadas. 
Las armas para las que se otorguen el permiso individual de tenencia de armas, en el 
caso que requieran ser transportadas deberán hacerlo descargadas, en fundas o cajas 
con las seguridades necesarias, debiendo encontrarse las armas y proyectiles por 
separado. Los coleccionistas de armas podrán transportar las mismas con el 
mecanismo de cierre o disparo desactivados”. 
 
 La realidad del tráfico de armas que envuelve a todo el país se ve reflejada en el aumento de la 
delincuencia, basado en homicidios, robos, donde las armas juegan un papel muy importante al 
momento de cometer delitos. 
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Delitos que tienen atemorizada a toda la sociedad ecuatoriana, especialmente a los cantones de 
la provincia del Guayas, con los últimos acontecimientos de sicariato. 
 
2.4. EL SICARIATO 
 
  El sicariato como actividad delictiva, tiene íntima relación con el narcotráfico y de acuerdo con 
los últimos casos a nivel nacional, con la usura, negocio que principalmente son manejados por 
personas de nacionalidad colombiana, y es el delito que más crece y alarma en el Ecuador. 
 
2.4.1.  CONCEPTO 
 
Un sicario o asesino a sueldo es aquella persona que mata por encargo a cambio de un precio. 
Su nombre proviene de la raíz plural latina de sicarium, que usa daga, asesina por contrato o 
encargo. 
 
Su actividad estuvo vinculada en principio a la política, actuando en las asambleas populares, 
particularmente durante el peregrinaje al templo, cuando apuñalaban a sus enemigos (contrarios 
políticos de sus amos o simpatizantes –clientes- de ellos) lamentándose ostensiblemente después 
del hecho para escapar de la detención.  ( www.wikipedia.com./sicariato/doctrina/htm.) 
 
2.4.2.  MODUS OPERANDI 
 
El modus operandi que el sicario emplea difiere mucho de los asesinatos, puesto que 




Esto puede ser de tres formas: 
 
1. Público: eliminando al objetivo sin importar la presencia de otras personas haciéndolo 
parecer un asalto o simplemente sorprendiendo a su objetivo de frente. 
 
2. Limpio: eliminando solamente al objetivo sin testigos (en su caso de que hubiera 
también son eliminados) rápido y sin rodeos. 
 
 
3. Disfrazado: eliminando al objetivo, sin testigos, planteando una situación que pudiera 
hacerlo parecer un accidente, suicidio o cualquier otra cosa que esté distante de la 
realidad. 
 
 Debido a que los sicarios tienen un “trabajo” muy arriesgado, trabajan en equipo conformado 
por hasta varias personas, al mando de un comandante. 
 
Aquellos que disponen de sus servicios solo los llaman cuando tienen que darles un blanco a 
eliminar, y siempre usan un léxico (claves) diferente que solo ellos entienden para evitar que 
alguien ajeno a la conversación los entienda. 
 
Los profesionales incluso evitan ser vistos por sus clientes como método de prevención ante 
cualquier chantaje o traición por parte de quien les fuera a pagar. Los sicarios dependiendo de 
su nivel, trabajan para todo estatus social, desde gente de escasos recursos económicos, hasta 
con el crimen organizado. 
 
La ambición por obtener su paga hace que los sicarios actúen con saña sin importar que sus 
víctimas sean niños y hasta mujeres indefensas. 
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 Los escenarios y el modo de operar de los sicarios tiene como característica el uso de armas de 
grueso calibre y acribillar a sus víctimas, pero ahora se han agregado  casos con saña y horribles 
torturas. 
 
2.4.3.  REALIDAD NACIONAL 
 
   Los resultados en cuanto a la captura de sicarios son bajos, pese a que muchos de los crímenes 
se cometen en céntricas calles y avenidas de distintas ciudades, mayormente en las ciudades de 
Guayaquil (Guayaquil es al mismo tiempo la ciudad con mayor desempleo y donde han 
capturado mayor cantidad de droga en los últimos meses) y Santo Domingo, y en varios casos 
los familiares han identificado a los supuestos autores intelectuales y materiales. 
 
El sicariato relacionado íntimamente con el narcotráfico, es en la actualidad uno de los mayores 
desafíos para las autoridades, debido a sus connotaciones de crimen organizado y la forma tan 
escalofriante en que se producen las ejecuciones, provocando temor y zozobra en la ciudadanía 
ecuatoriana. 
No es posible combatir al sicariato si antes no se combate al narcotráfico y a la usura dentro del 
sistema financiero tanto formal e ilegal. 
 
2.5. TRÁFICO  ILÍCITO DE  ESTUPEFACIENTES-TRAFICO DE DROGAS 
 
El Ecuador es una nación sudamericana ubicada en la región andina, que limita al norte con 
Colombia y al sur con el Perú. Según cifras de la ONU, en Colombia se produce el 60% de la 
cocaína destinada al mercado mundial. Ecuador no tiene cultivos de hoja de coca y aunque  no 
está catalogado como país productor de droga, sufre y es víctima de las acciones del crimen 
organizado y de grupos ilegales armados que se benefician de la producción y tráfico de drogas. 
(Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, 2008, pág. 66) 
41 
 
2.5.1.  CONCEPTO 
 
Delito consistente en facilitar o promocionar el consumo ilícito ajeno de determinadas 
sustancias estupefacientes y adictivas que atentan contra la salud pública con fines lucrativos, 
aunque esta definición puede variar según las distintas legislaciones penales de cada Estado. 
 
Por tráfico se entiende no sólo cualquier acto aislado de transmisión del producto 
estupefaciente, sino también el transporte e incluso toda tenencia que, aun no implicando 
transmisión, suponga una cantidad que exceda de forma considerable las necesidades del propio 
consumo, ya que entonces se entiende que la tenencia tiene como finalidad promover, favorecer 
o facilitar el consumo ilícito (entendiéndose como ilícito todo consumo ajeno). En algunas 
legislaciones se considera delito solamente el tráfico, pero no la tenencia de drogas en 
cantidades reducidas a las necesidades personales del consumidor, mientras que otras tipifican 
como conductas delictivas tanto el tráfico como la tenencia. Unas y otras legislaciones han de 
integrarse en los convenios internacionales y, en concreto, en la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, suscrito el 20 de 
diciembre de 1988 en Viena. 
 
2.5.2.  TIPOS DE TRÁFICO. 
 
Existen tres modalidades dentro del tráfico de drogas, establecidas en base a los medios que se 
utilizan para realizar el tráfico de drogas. Estos tres tipos son los siguientes: 
 
1. Tráfico Aéreo: Consiste en aquel que utiliza como medio de tránsito, naves o 





2. Tráfico Marítimo: Consiste en aquel que utiliza como medio de transporte buques, 
barcos, y actualmente submarinos, para que transporten vía marítima sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas depositadas en conteiner u otros lugares del buque. 
 
3. Tráfico Terrestre: Consiste en aquel que utiliza como medio de tránsito, vehículos o 
cualquier medio de transporte vial, para que trafique vía terrestre sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas, cualquiera sea su forma de ser embalada.  ( Policía 
Nacional del Ecuador, 2010) 
 
Pero existe otra figura excepcional aparte de estas tres ya mencionadas, y es el tráfico de drogas 
por medio de humanos, la cual es una nueva modalidad bien conocida con el nombre de 
narcomulas intraorgánica, en la cual se introduce en el estómago de un individuo cierta 
cantidad de dediles para facilitar el tráfico de varios gramos de droga, que en muchos casos 
resultan infructuosos debido a la ruptura de dediles, que pueden ocasionar hasta la muerte del 
narcomula; todo esto con la finalidad de evadir las medidas de seguridad que cada día son más 
rigurosas e intensas, sobre todo en los aeropuertos, en pro de la lucha contra el tráfico de drogas. 
 
Las causas del tráfico de drogas no solo son culpa de los carteles sino también de los países que 
permiten este fenómeno. Si no lo permitieran y combatieran a este gran problema, el 
narcotráfico se acabaría y la seguridad de varios países estaría garantizada. Sin embargo el 
problema radica en que no hay consenso en si la amenaza del narcotráfico proviene del lado de 
la oferta o de la demanda. Los países productores afirman que el meollo del asunto se encuentra 
en la demanda de los países desarrollados: mientras ésta subsista y se amplíe siempre habrá 
incentivos para el cultivo, procesamiento y comercialización de todo tipo de droga. Es necesario 
mencionar que otra de las consecuencias importantes del tráfico de drogas es la violencia que 





2.5.3.  EL NARCOTRAFICO 
 
    La definición de narcotráfico es muy difícil de aclarar, ya que no hay un amplio conocimiento 
de libros donde autores o conocedores del tema expliquen bien su definición y lo que significa 
en sí mismo. 
 
    Lo que sabemos con exactitud es que el narcotráfico es una actividad que se encarga de la 
producción, distribución y compra- venta de sustancias sujetas a fiscalización, a grandes escalas, 
que causan un daño mental y psicológico en las personas que la consumen. 
 
Los diferentes cárteles son quienes propician la violencia, ya que luchan por un espacio en cada 
país, ciudad, pueblo, etc. Es una lucha constante entre ellos mismos por ganarse un lugar y el 
respeto mutuo. Otra de las causas por donde se origina el narcotráfico, es que los Estados no 
funcionan con la debida eficiencia ante problemas como éste o que los mecanismos 
institucionales no le brindan la protección necesaria ante sus efectos, o que, al percibir prácticas 
ilegales como las del soborno, como algo natural, se va perdiendo credibilidad en las 










LA INVESTIGACION EN LOS DELITOS DE NARCOTRÁFICO 
 
3.1. LA INDAGACION PREVIA 
 
Indagar, tratar de llegar a saber determinada cosa, investigar. 
 
   El sistema actual de justicia penal en nuestro país concibe y regula una fase preprocesal de 
investigación preliminar de hechos presumiblemente punibles. Por mandato Constitucional le 
corresponde a la Fiscalía General del Estado prevenir e investigar los hechos en el conocimiento 
de las causas de oficio o previa denuncia, dirigir y promover esta investigación preprocesal la 
cual no debe prolongarse por más de un año en tratándose de delitos sancionados con pena de 
prisión y de dos años en aquellos sancionados con reclusión. 
 
Al referirnos a la Fiscalía General del Estado, nos referimos a la Institución y no a ningún Fiscal 
en particular, la Constitución señala que la Fiscalía General del Estado es uno solo, indivisible e 
independiente “…la Fiscalía opera bajo el principio de unidad, de modo que cualquier Fiscal 
representa de igual manera a toda la Institución. 
 
 Para el profesor mexicano (González Bustamante, pág. 122), la fase preprocesal de indagación, 
constituye una etapa del proceso, sostiene que: 
 
“El procedimiento penal contemplado en su estructura externa, está constituido por un 
conjunto de actuaciones sucesivamente interrumpidas y reguladas por las normas del 
Derecho Procesal Penal, que se inicia desde que la autoridad tiene conocimiento de 
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que se ha cometido un delito y procede a investigarlo y termina con el fallo que 
pronuncia el tribunal. Comprende una sucesión de actos vinculados entre sí que tienden 
hacia el esclarecimiento de los hechos”.  
 
Nuestro Código de procedimiento Penal, en su Art. 215 nos señala respecto de la indagación 
previa, que el fiscal, representante de la Fiscalía, con la colaboración de la Policía Judicial dirige 
la investigación de los hechos presumiblemente constitutivos de infracción penal que por 
cualquier medio hayan llegado a su conocimiento; esta función además de permitir que la 
investigación de los actos punibles sea realizada bajo parámetros de mayor eficiencia y asegurar 
la imparcialidad judicial, conlleva la responsabilidad no solo de que la investigación se realice 
sino de los resultados. (Moreno Orozco, 2009, pág. 32) 
 
Es pues entonces el Fiscal quien toma las decisiones acerca del futuro de la investigación, ya sea 
para impulsar su continuación, declarar su cierre, decidir su suspensión o cualquier otra que 
signifique ponerle término anticipado; debe además decidir acerca de la necesidad de realizar 
ciertas diligencias de investigación, entre ellas solicitar al Juez de Garantías Penales dicte las 
medidas cautelares personales y reales que considere oportunas, convirtiéndose en el 
responsable frente a daños y perjuicios que se generen como consecuencia de la actividad 
investigativa de un delito y además responder por el éxito o fracaso de las investigaciones 
penales frente a la opinión pública. 
 
 La dirección de la investigación en cuanto a la planificación de la estrategia de persecución 
penal e investigación significa llegar a determinar dos aspectos importantes, una cuál es el delito 
a perseguir y consiguientemente a investigar; y dos, establecer cuáles son los elementos del 
delito que requieren ser probados en juicio; consecuentemente, cuáles diligencias de 
investigación son relevantes y pertinentes para ello. 
 
Es decir, el Fiscal es el responsable de ejecutar la estrategia directamente o por delegación a la 
Policía Judicial en lo que la ley lo permite, sin que ello signifique que en la práctica no exista 
una interacción entre las dos instituciones que permita integrar la experiencia de la policía y de 
otros organismos de apoyo a  la labor de la Fiscalía. 
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La Fiscalía General del Estado a partir de la información que llega a su conocimiento de 
cualquier forma, debe desplegar la estrategia de investigación que le permita manejar varias 
hipótesis para lo cual se ordena la práctica de las diligencias que permitan acreditar los 
elementos constitutivos de un delito, orientando de manera específica a recopilar antecedentes 
tendientes además a la forma en que la infracción fue perpetrada. 
 
 El Fiscal, como representante de la Fiscalía, tiene la facultad de actuar en forma autónoma para 
realizar las diligencias de investigación, pues el Código de Procedimiento Penal regula un 
conjunto de facultades específicas para recopilar información de toda persona quien no puede 
excusarse de proporcionarla salvo las excepciones contempladas en el mismo cuerpo legal. 
Entre otras, la posibilidad de citar a declarar a víctimas, testigos y al mismo procesado, ordenar 
la realización de pericias, ordenar la vigilancia de un lugar para evitar la fuga de un sospechoso 
o la desaparición de evidencias. 
 
 No obstante, también tiene como facultad, delegar algunas diligencias investigativas a la 
Policía Judicial, cuyas actuaciones tienen su base legal en el Art.  214 del Código adjetivo 
Penal, a pesar de que, para varios juristas los actos investigativos carecen de validez legal y que 
ésta la tienen únicamente las actuaciones practicadas en juicio. 
 
 En definitiva, la indagación previa se resume al acto de investigar, debiendo subrayar que el 
término “investigar” tiene un doble significado. En su primera acepción es hacer diligencias para 
descubrir una cosa, y en la segunda, realizar actividades intelectuales y experimentales de modo 
sistemático con el propósito de aumentar los conocimientos sobre una determinada materia. 
 
 La investigación, en esta primera aproximación a su semántica, es el conjunto de actos que se 
emplean para descubrir o conocer algo sobre una determinada cuestión, y en concreto, 




 La obtención de la información deseada, en nuestro caso, del autor de un hecho delictivo y de 
las circunstancias en que lo cometió, es algo distinto a su valoración, y es, fundamentalmente, 
una actividad empírica, realizada sobre el terreno y proyectada sobre objetos materiales, que 
primero como fuentes de prueba y después, en su caso, como pruebas válidas en el juicio. 
(Moreno Orozco, 2009, pág. 34) 
 
3.2. LA INVESTIGACIÓN EN LOS DELITOS DE NARCOTRÁFICO 
 
  Como ya se indicó, la investigación se encuentra por mandato constitucional a cargo de la 
Fiscalía, pero la práctica generalizada de los  sistemas procesales que entregan la dirección de la 
investigación a la Fiscalía, nos demuestra que éste solo interviene en forma directa en la 
realización de diligencias de investigación en casos más bien excepcionales, tales como aquellos 
de alta complejidad o que generan conmoción social o pública, entre ellos tenemos a los delitos 
de narcotráfico. 
 
 La razón de esto se encuentra en el hecho de que por formación y por diseño institucional, los 
agentes estatales que por excelencia se encuentran en mejor posición para realizar las 
investigaciones, son los policías. 
 
 Para el tratadista Ricardo Vaca Andrade, antes de que se dicte la resolución fiscal,  
 
“… se debe cumplir algunas acciones, actuaciones o gestiones de la autoridad policial, 
o del mismo fiscal, que son de singular trascendencia jurídica y procesal. Más aún, en 
algunos casos, es la propia Policía Judicial, en cumplimiento de sus obligaciones 
específicas, sin necesidad de que alguna persona partículas denuncie, la que investiga 
la comisión de los delitos de oficio, y, luego los resultados los hace conocer con el 
informe que debe remitir a los fiscales para la iniciación de las acciones procesales a 
que hubiere lugar; en efecto esto es lo que acontece con todos aquellos casos de 
captura de traficantes y desmantelamiento de bandas de personas que se dedican a esta 
clase de actividades delictivas”.  (Moreno Orozco, 2009, pág. 34) 
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Las diversas unidades policiales orientadas a controlar, investigar y combatir el narcotráfico, 
poseen experiencia, conocimientos técnicos y apoyo tecnológico que no posee la Fiscalía 
general del Estado, transformándolos en actores idóneos y capacitados para practicar 
actuaciones concretas que esta investigación criminal requiere. 
 
Toda investigación criminal tiene su punto de partida e inicio frecuente, salvo el caso de 
denuncia, en el lugar de los hechos, escena de acontecimientos que merece el prolijo y 
sistemático estudio técnico para ver donde otros no ven.  (Fiscalía General del Estado-Dirección 
Nacional de la Policía Judicial e Investigaciones, 2009, pág. 27) 
 
Se debe considerar además, que la cobertura de funcionarios de los cuerpos policiales es mucho 
más amplia que la de los fiscales, lo que les permite entre otras cosas acceder a los sitios del 
suceso en forma más instantánea y recopilar información relevante para el caso; también les 
permite tener agentes operativos trabajando en la calle que es donde se despliega una parte 
importante de las investigaciones criminales de tráfico de drogas, así como infiltrar agentes en 
las organizaciones delictivas para obtener información favorable para la investigación, como 
también recopilar las evidencias que el Fiscal las elevará a prueba en juicio. 
 
En contraposición, los Fiscales se destacan por ser funcionarios no operativos, propios de la 
profesión jurídica que ejercen, pero a su vez, con altos conocimientos acerca de las exigencias 
legales y jurisprudenciales para llevar y ganar un caso en un juicio oral y con una visión 
panorámica acerca del funcionamiento completo del sistema de justicia criminal.
 
(Moreno 
Orozco, 2009, pág. 36) 
 
Es así que, frente a las ventajas comparativas que presentan las dos instituciones, el sistema 
procesal penal actual dispone que la Fiscalía delegue a la Policía sus funciones de investigación, 
pues el Código Adjetivo Penal en su art. 207 señala que la Policía Judicial es un cuerpo auxiliar 
de la Fiscalía, integrada por personal especializado de la policía Nacional…”; y el art. 214 del 
mismo cuerpo legal dispone que las diligencias investigativas actuadas por la Fiscalía con la 
cooperación de la Policía Judicial constituirán elementos de convicción y servirán para que el 
Fiscal sustente sus actuaciones. 
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3.2.1. BASE LEGAL 
 
   La Policía Judicial comprende entre otras, la Dirección Nacional Antinarcóticos, cuya misión 
específica consta en el art. 57 de la Ley Orgánica de la Policía Nacional del Ecuador, la que 
señala que la Dirección Nacional Antinarcóticos es el organismo cuya finalidad fundamental es 
planificar, dirigir, coordinar y supervisar las operaciones policiales de prevención, investigación 
y represión de los delitos tipificados en la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas 
que rige en el Ecuador, entendiéndose que todas esas acciones y fines fundamentales de la 
Dirección Nacional Antinarcóticos y Jefaturas Provinciales están bajo la dirección jurídica del 
Fiscal, conforme el sistema procesal actual. 
 
La Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas en su art. 102 establece que la Policía 
Nacional a través de sus organismos técnicos, especializados, tendrá a su cargo el control e 
investigación de los delitos tipificados en ese cuerpo legal, el descubrimiento y detención de los 
infractores, la entrega vigilada de bienes o sustancias sujetas a fiscalización y la aprehensión 
inmediata de dichas sustancias. 
 
3.3. TÉCNICAS DE INVESTIGACIÓN EN LOS DELITOS DE 
NARCOTRÁFICO 
 
  En la constante lucha mundial contra las drogas, es preponderante utilizar técnicas operativas 
policiales acorde con la magnitud y alcance de la delincuencia organizada, es así que el 
incremento y utilización de las mismas avanzan conjuntamente con los modernos métodos 
delincuenciales; se hace entonces oportuno hacer una clasificación según se trate de 
procedimientos que deben utilizarse en el Ecuador durante los despliegues preventivos 
concretos al tráfico de drogas, o de aquellos que se utilizan en investigaciones operativas 
específicas, considerando que, nuestro país se ha convertido en paso de sustancias sujetas a 




 El art. 102 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas señala que: 
 
 “La Policía Nacional, a través de sus organismos técnicos especializados, tendrá a 
su cargo el control e investigación de los delitos tipificados en el mismo cuerpo legal,  
así como el descubrimiento y detención de los infractores, la entrega vigilada de 
bienes o sustancias sujetas a fiscalización y la aprehensión inmediata de las 
sustancias estupefacientes o psicotrópicas sujetas a fiscalización y las plantas de las 
que pueda extraérselas; equipos, laboratorios, precursores químicos, bienes y objetos 
empleados para almacenamiento y conservación de las sustancias, vehículos y otros 
medios utilizados para su transporte; dinero, valores, instrumentos monetarios, 
documentos bancarios, fiduciarios, comerciales y todos los bienes producto de la 
comisión de los actos tipificados en esta Ley, facultándole además para que realice 
las investigaciones documentales, de laboratorio o cualquier otra de naturaleza 
técnico-científica. 
 
 Para un correcto desempeño de funciones, los investigadores requieren de bases doctrinarias y 
operativas policiales; el objetivo de la investigación operativa es precisamente la obtención de 
indicios que permitan el esclarecimiento de la actividad delictiva, a fin de que en su oportunidad 
el Fiscal pueda establecer las causas, circunstancias y grados de participación de los 
involucrados en el delito, por lo que se debe utilizar primero un método general de investigación 
policial; es decir, desarrollar una secuencia técnico científica aplicable a las circunstancias 
ocurridas en la perpetración del ilícito y admitidas por el ordenamiento jurídico.  (Moreno 
Orozco, 2009, pág. 39) 
 
 Esta secuencia tiene las siguientes fases:  ( Policía Nacional del Ecuador, 2010) 
 
1. Conocimiento del hecho: es la información, medio o circunstancia por la cual llega a 
conocimiento del investigador sobre la comisión del hecho delictuoso del narcotráfico; 




2. Comprobación del hecho: diligencia policial consistente en la verificación directa u 
objetiva que hace el investigador de la realización del hecho delictivo, empleando 
medios científicos para confirmar su consumación. 
 
3. Diligencia investigativa preliminares: son las acciones que realiza el investigador en 
forma paralela o simultánea a la comprobación del hecho, para explotar al máximo toda 
la información primigenia de la perpetración del ilícito, así como la aprehensión de 
indicios y evidencias que se encuentren como resultado de la comprobación efectuada. 
 
 
4. Planeamiento de la investigación: esta etapa consiste en la previsión y racionalización 
oportuna de las actividades policiales por ejecutar, para alcanzar el esclarecimiento de 
los delitos de narcotráfico, la misma que se plasma en la formulación de un plan de 
trabajo, donde se exprese la misión, las hipótesis de trabajo, las actividades específicas a 
realizar, las responsabilidades que competes a los integrantes encargados de la 
investigación y los resultados que se esperan obtener. 
 
5. Manejo de informantes y confidentes: depende de la habilidad del investigador para 
captar informantes, ya que estos se convierten en sus ojos y oídos permitiéndole aclarar 
muchos casos de narcotráfico; no existen reglas fijas; el buen manejo de informantes 
depende de la habilidad, inventiva y sentido común del investigador. 
 
 
6. Vigilancias: es la etapa que consiste en mantener bajo observación a personas, objetos 
o lugares, para obtener información sobre los delitos de narcotráfico; la vigilancia 
constituye una técnica y un arte. 
 
 
7. Detención y captura: es el procedimiento orientado a la aprehensión física de una 




8. Incursiones: procedimientos que permiten la acción sorpresiva, irrumpiendo un lugar o 
inmueble para la aprehensión de presuntos autores de delitos de narcotráfico, así como 
recopilación de evidencias que luego alcanzarán la calidad de pruebas. 
 
9. Registro: procedimiento que se realiza para la inspección minuciosa y detallada en 
personas, sitios o lugares, domicilios y vehículos, con el objetivo de hallar evidencias 
que constituyan posteriormente prueba de la comisión del delito y de sus responsables. 
 
 
10. Interrogatorios y entrevistas: es la técnica en base a la cual el investigador obtiene 
investigación de una o más personas, sobre la base de preguntas planificadas y 
hábilmente planteadas para el esclarecimiento del delito. 
 
En cada una de las etapas mencionadas que necesariamente se cumplen en la fase investigativa, 
se utilizan diferentes técnicas para el logro de sus cometidos: 
 
a.- Despliegues preventivos: entre los más importantes se encuentran las operaciones 
aeronavales, que consiste en realizar operativos nocturnos cuando nuestras playas y costas 
carecen de luz lunar, lo que es aprovechado por los narcotraficantes para introducir o sacar 
fácilmente su carga sin temor a ser detectados por la vista. 
 
b.- Interceptación y grabaciones: se efectúa durante la ejecución de las acciones de inteligencia 
relacionadas con el acopio de información sobre las organizaciones dedicadas al tráfico ilícito 
de drogas; por tratarse de un delito especial es indispensable recurrir a la informática, 
fotografías, filmaciones, intercepciones, scanner y otras modalidades propias de la 
comunicación moderna, las mismas que dentro del marco constitucional y por mandato legal 
deben ser autorizadas por el Juez al Fiscal, (art. 55 CPP) cuando lo considere necesario para 
impedir la consumación de un delito, o para comprobar la existencia de uno ya cometido, o la 




La Interceptación Telefónica, es una técnica investigativa autorizada por la ley, para obtener 
información relevante de una investigación penal. Consiste en monitorear y registrar 
continuamente las llamadas telefónicas recibidas en un abonado telefónico determinado, 
buscando la máxima claridad fonográfica para posibilitar su utilización como material 
probatorio. 
 
c.- Operaciones encubiertas: son actividades de inteligencia cumplidas por las agencias de 
información con personal especializado en determinada área de fácil o difícil acceso, en cuyo 
desarrollo se busca proteger el origen de la misión, la identidad de las unidades y la 
identificación de la agencia. 
 
 Este es un procedimiento especial en la investigación y represión de los delitos de narcotráfico 
utilizado en varios países, en el Ecuador actualmente, no existe marco legal alguno el cual 
debería estar adecuado y ajustado a la realidad del comportamiento criminal global; sin 
embargo, para un adecuado manejo de información las autoridades solo pueden proceder con 
una investigación encubierta, cuando tienen suficiente información sobre la conducta ilícita de 
una o más personas involucradas; para que una investigación consiga la evidencia o información 
sobre una actividad importante del narcotráfico, es importante el “agente encubierto”, “uso de 
informantes, confidentes” y “remesa vigilada”.  ( Policía Nacional del Ecuador, 2010) 
 
C1.- El Agente Encubierto: es el procedimiento especial debidamente planificado por la 
autoridad policial y autorizado con la reserva del caso por la Fiscalía General o el órgano 
jurisdiccional, mediante el cual un agente especializado ocultando su identidad se filtra en una 
organización dedicada al tráfico ilícito de drogas con el propósito de identificar su estructura, 
dirigentes e integrantes, recursos, modus operandi y conexiones con asociaciones ilícitas. 
 
Se trata de un medio de investigación especialmente idóneo para casos de actividades delictivas 
organizadas, pues la penetración de un infiltrado en tales grupos criminales permite por una 
parte, recabar información sobre su estructura y su modus operandi; y, por otra, obtener pruebas 
sobre la ejecución de hechos delictivos, debiéndose aclarar que es preciso diferenciar esta figura 
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del funcionario policial que de forma esporádica y aislada y ante un acto delictivo concreto 
oculta su condición policial para descubrir un delito ya cometido. 
 
 Este procedimiento se realiza a cargo de un miembro policial debidamente entrenado y 
seleccionado y que ocultando su identidad se infiltra en la organización criminal  de narcotráfico 
de modo planificado y premeditado. Dicho agente desarrolla sus actividades durante un largo o 
corto periodo y participa en algunos casos con los miembros de la organización, en hechos 
específicos que sean necesarios para su permanencia en el seno de la organización.  
 
Le compete autorizar la utilización de un agente encubierto al Juez de Instrucción o a la 
Fiscalía, aunque éste debe dar cuenta inmediata al Juez de la autorización concedida. La 
intervención del Ministerio del Interior se limita en ese aspecto concreto a facilitar una identidad 
supuesta, y cuantos documentos sean necesarios para tales fines, al funcionario policial que 
vaya a actuar de forma encubierta. 
 
Este proceder policial sirve para descubrir aquel que ya se había cometido con anterioridad y 
por lo tanto la infiltración orientada a poner de manifiesto anteriores actuaciones delictivas es 
práctica policial que no ofrece ningún reparo.  (Moreno Orozco, 2009, pág. 46) 
 
C2.- Remesa Vigilada o Controlada: el término “vigilada” o “controlada” se define por el hecho 
de que deben mantenerse bajo la observación policial permanente, garantizando que la droga 
trasladada no llegue a manos de terceros. Es pues la técnica consistente en dejar que remesas 
ilícitas o sospechosas de sustancias sujetas a fiscalización salgan del territorio nacional, lo 
atraviesen o entren en él, con el conocimiento y bajo la supervisión de las autoridades 
competentes, con el fin de identificar a las personas y los bienes involucrados en la comisión de 
los delitos tipificados en la Ley 025, la cual no contempla mayores datos, reglamentación o 
instructivos de procedimiento a adoptarse  en caso de entregas vigiladas. La remesa vigilada 




 Este procedimiento al igual que el anterior debe ser planificado por la autoridad policial y con 
igual reserva autorizado por el Fiscal; mediante este procedimiento en forma encubierta se 
efectúa la custodia y control de un transporte de droga verificado o presunto durante un periodo 
de tiempo, con el objeto d determinar las circunstancias, destinos, implicados directos e 
indirectos y las conexiones con asociaciones ilícitas; generalmente los agentes permitirán la 
entrega del contrabando, siendo el propósito primordial el asegurarse de no perder control sobre 
el cargamento de contrabando. 
 
Dado el modus operandi conspirador y hermético que emplean las diferentes organizaciones de 
narcotraficantes internacionales, la entrega vigilada es el medio más idóneo que como táctica 
policial se utiliza para poder alcanzar el objetivo de detener a todos los partícipes relacionados 
con un determinado caso de narcotráfico, ya que en este procedimiento debe realizarse las 
detenciones cuando la droga llega al país de destino, o cuando las circunstancias lo ameriten, 
cuidando siempre de practicarlas cuando este procedimiento no ponga en riesgo el resto de la 
operación, ya que pone en juego la capacidad y hasta la vida de los agentes Antinarcóticos. 
 
          C3.- informantes, Confidentes  y Colaboradores: pese a que son conceptos sinónimos 
debemos distinguir el matiz de cada uno, podemos entonces decir que informante es el concepto 
genérico que engloba a los otros dos; confidente es aquel informador que pide algo a cambio de 
su información (dinero, gestiones favorables, etc.); y, colaborador es el que obra de una forma 
altruista sin buscar otra cosa que la propia relación. 
 
La dificultad se encuentra en su manipulación, en la mayoría de ocasiones son delincuentes que 
actúan por motivos nada claros, dinero, venganza, evasión de su participación, o por ser 
favorecidos en un problema policial o judicial, por lo que suelen incluir mentiras, historias 
acomodadas a su favor que dificultan e incluso invalidan cualquier investigación; pueden 
incluso ser los provocadores del delito para cobrar el premio ante la incautación de la droga. El 
agente debe limitar estratégicamente al informador a que proporcione datos certeros que 
faciliten la investigación policial sin que esos datos consten en las diligencias policiales porque 
además el informador no suele aparecer en las fases de operación en ninguna actuación judicial; 




d.- Vigilancia y seguimientos. Se denominan así a las actividades operativas encaminadas a 
determinar y controlar los movimientos, actividades, contactos, etc., de un objetivo, siendo 
ventajosas porque la información procede de una fuente segura, ésta información es actualizada, 
lo que permite manejarla en beneficio de la investigación; y, en muchas ocasiones es la única 
forma de conseguir dicha información. 
 
Como la iniciativa siempre la lleva el objetivo no se puede tener un control permanente sin 
riesgo de ser detectado; es muy costosa en recurso humano y económico ya que requiere de 
personal especializado, por lo que se debe tener en cuenta la duración de la vigilancia, la 
delicadeza de la misión y las dificultades que pueden presentarse a fin de obtener: seguridad 
para no ser detectados y eficacia para obtener resultados. 
 
 En cuanto a las vigilancias y seguimientos, existe una clasificación de “estáticas” y 
“dinámicas” por su forma, en “a tiempo parcial” y “permanentes” por su duración, etc. 
 
De acuerdo a la diligencia que vaya a realizar el investigador la vigilancia es:  (Fiscalía General 
del Estado-Dirección Nacional de la Policía Judicial e Investigaciones, 2009, pág. 127) 
 
 Secreto. Información que si se difunde perjudica solo a la organización. 
 Confidencial: información que solo le interesa a una persona específica o a una 
organización. 
 Ultra secreto: información que si se difunde afecta a la nación e internacionalmente. 
 Reservado: información que no puede ser difundida, si se difunde perjudica a la 
organización. 




Dentro del sistema de vigilancia tenemos como fundamentales el audio y video que ayudan en 
las denominadas vigilancias estáticas. Cuya actividad operativa exige en muchos casos tener 
que controlar domicilios o empresas, a fin de poder ver quien entra o sale de ellos, vehículos 
estacionados para averiguar sobre su usuario, vigilancia de fronteras, etc.  
 
3.4. ORGANISMOS ENCARGADOS DE LA INVESTIGACIÓN EN EL 
NARCOTRÁFICO. 
 
  En el sistema procesal penal actual, la dirección jurídica y control de la investigación le otorga 
a la Fiscalía General (art. 195 Constitución) la facultad donde los fiscales imparten órdenes a los 
agentes de la policía y éstos obligados a cumplirlas, respecto únicamente a la función de 
investigar, convirtiéndolos en directores jurídicos de la investigación, ya que es también 
obligación del Fiscal velar por el cumplimiento de las normas constitucionales y legales que 
comprenden el debido proceso. (Art. 76 Constitución) 
 
Cabe aclarar que no se trata de que la Fiscalía General del Estado intervenga en la jerarquía 
interna de la Institución Policial entrando en conflicto con la cadena de mando institucional, 
pues ésta mantiene su dependencia tanto jerárquica como institucional no obstante encontrarse a 
disposición de la Fiscalía para llevar a cabo las diligencias de investigación ordenadas por el 
Fiscal, por lo que se convierte en una “dirección funcional” exclusivamente.  (Moreno Orozco, 
2009, pág. 51) 
 
Debemos puntualizar que en la Indagación Previa se investigan hechos presumiblemente 
punibles y en la instrucción Fiscal se investiga a las personas como presuntos responsables de 
esos hechos punibles; es así que, uno de los actores principales para la ejecución concreta de la 
investigación preliminar en delitos de narcotráfico por la importancia que reviste, es la policía 




Otro papel importante lo tiene el Juez, ya que en la fase preprocesal de Indagación Previa y 
procesal de Instrucción Fiscal le corresponde intervenir en cuanto se refiere a la facultad del 
Fiscal de solicitarle practique actos probatorios urgente y dicte las medidas cautelares reales y 
personales. (Art. 159 CPP) 
 
 Lo anotado, tiene su fundamento lógico, en cuanto el sistema ubica al juez en su papel real de 
garantista de los derechos de los sujetos procesales y del sistema mismo; así como, en su 
momento de juzgador. 
 
3.5. ORGANISMOS NACIONALES DE CONTROL 
3.5.1.  CONCEP 
 
   Como principal organismo del estado, se encuentra para el cumplimiento y aplicación de la 
Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas o ley 025, al Consejo Nacional de Control de 
Sustancias estupefacientes y Psicotrópicas –CONSEP-, organismo con personería jurídica 
autónoma del derecho público, cuyas atribuciones las ejerce a nivel nacional. 
 
3.5.2.  PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO 
A la Procuraduría General del Estado, le corresponde entre otras cosas, respecto de ésta materia, 
velar por el cumplimiento de la Ley 025 y de sus Reglamentos; ejerce vigilancia sobre el 
funcionamiento del CONSEP; para el cumplimiento de fines relativos con esta ley, le 
corresponde también a la Procuraduría, gestionar y suscribir con el representante del Estado 




3.5.3.  POLICIA NACIONAL DEL ECUADOR 
 
La Policía nacional, a fin de cumplir a cabalidad con su misión de control y represión al 
narcotráfico, ha desarrollado tres áreas de acción: 
 
- La primera, relacionada con la identificación y erradicación de cultivos ilícitos, la 
aprehensión e incautación de estupefacientes y otras sustancias sicotrópicas, el comiso 
de precursores químicos y desmantelamiento de laboratorios clandestinos; 
 
- Una segunda área es la relacionada con la identificación y desmantelamiento de 
organizaciones internacionales y el control de lavado de dinero, producto de la 
comercialización de la droga, mediante manuales y convenios interinstitucionales; 
 
 
- Finalmente, una tercera área es la relacionada con los aspectos legales, ya que las 
investigaciones policiales son dirigidas por la Fiscalía y observando las normas tanto 
constitucionales como legales. 
 
 La Policía Nacional para cumplir con éstos objetivos cuenta actualmente con la Dirección 
Nacional Antinarcóticos y la Dirección Nacional de Policía Judicial, que son las 
responsables de dictar las políticas y estrategias que deben cumplir las unidades operativas, 
es decir las jefaturas y Subjefaturas Antinarcóticos que se hallan distribuidas en todo el 
territorio nacional. 
 
 Para llevar a cabo los operativos antinarcóticos, se cuenta con el apoyo de unidades y 




- Centro de Inteligencia y Coordinación Conjunta. 
- Unidad de Investigaciones Especiales. 
- Centro de Adiestramiento Canino. 
- Grupo de Intervención y Rescate. 
- Grupo de Operaciones Especiales. 
- Dirección Nacional de Criminalística (Central de Peritaje). 
- Sección de Información Portuaria y Aérea 
- Inspección Ocular Técnica (OIT) Antinarcóticos 
 
 Para la capacitación del personal que labora en la lucha contra el narcotráfico, la Dirección 
Nacional Antinarcóticos, cuenta con el centro de Capacitación Antidrogas, en el cual 
permanentemente se dictan cursos en las diferentes técnicas para enfrentar al narcotráfico. 
 
3.5.4.  ORGANISMOS CIVILES 
 
Entre los organismos civiles podemos contar con el apoyo de las Organizaciones no 
Gubernamentales –ONG-, que apoyan en la lucha contra la delincuencia organizada del 
narcotráfico, con campañas de prevención, en cuanto al no consumo de sustancias 
estupefacientes y por ende al tráfico ilegal de las mismas. 
 
 La Dirección de Aviación Civil -DAC-, también presta su contingencia material y humano en el 
control de la tenencia y tráfico ilegal de sustancias sujetas a fiscalización en las terminales 
aéreas de Quito y Guayaquil, pues éstos son frecuentemente utilizados por “mulas” de diferentes 
nacionalidades, que prestan su concurso para el ilícito negocio, deslumbrados por una ganancia 




OBJETIVOS DE LA INVESTIGACION EN LOS DELITOS DE 
NARCOTRÁFICO 
 
4.1. LAS EVIDENCIAS 
 
La  investigación en los delitos de narcotráfico como en todos los demás es fundamental, ya que 
si bien es cierto forma parte del sistema integral de calidad, su importancia es tal, de ella 
depende el que un caso llegue a una exitosa culminación, para ello se debe tener en cuenta que 
durante la misma se debe proceder a recoger todas las evidencias, pues ellas son el medio para 
establecer que cualquier alegato de hechos sea aceptado o rechazado, esto incluye versiones, 
antecedentes, documentos, objetos, bienes, dinero, etc., que puedan presentarse legalmente ante 
un tribunal con el propósito de inducir en la mente de los juzgadores acerca de la veracidad del 
asunto materia del juicio. 
 
 Lo que nos lleva a realizar un análisis sucinto de lo que se entiende por evidencia y las 
circunstancias que la regulan. 
 
Evidencia significa lo que demuestra, aclara o confirma la verdad de cada hecho o punto, ya sea 
a favor o en contra de una o varias personas como sujetos activos o pasivos del delito. (Moreno 
Orozco, 2009, pág. 63) 
 
Desde el punto de vista legal, los indicios son principios de prueba, es decir, elementos que 
cualificados según los requisitos que establece el art.88 del Código de Procedimiento Penal, 
pueden conducir a una presunción. Desde al punto de vista jurisprudencial los indicios en la 
indagación previa deben estar debidamente fundados y motivados. Ahora bien, de los indicios 
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se obtienen evidencias físicas, éstas tienen estrecha relación con la comisión de un hecho 
presumiblemente delictuoso o con las acciones de un sujeto presuntamente responsable de esos 
hechos, las cuales deben estar conformadas bajo un método de investigación especial, logrando 
fundamentalmente la identificación del o los participantes del hecho delictivo. 
 
La evidencia es directa cuando tiende a demostrar la existencia de hechos determinados que un 
testigo conoce y que son de su conocimiento y que los percibió por medio de uno o varios de 
sus sentidos: lo que vio, oyó, percibió, palpó o probó. 
 
 La evidencia circunstancial o evidencia indirecta no prueba por si misma directamente el 
hecho, pero establece que uno o varios de ellos tienden a probar ciertos elementos del caso o del 
asunto. Esta se obtiene de inferencias y suposiciones, o de aquellas cosa que podrían indicar que 
una persona pudo haber cometido el acto. 
 
La evidencia real la proporcionan los objetos que hablan por sí mismos y no requieren 
explicación sino únicamente identificación. Esta consiste con los objetos relacionados 
directamente con el delito, el cual puede ser observado y además es tangible si se compara con 
la descripción verbal de los hechos. 
 
La evidencia es admisible cuando se trata de las circunstancias esenciales que rodean el punto a 
discutir, tendiente a establecer cualquier hecho material en el caso, debiendo responder a los 
principios de: pertinencia, validez y materialidad. La admisibilidad exige que la evidencia se 
confiable y competente, que tenga valor en el caso o que pruebe algún punto en debate. 
 
La evidencia pertinente  es aquella que tiene tendencia razonable para probar cualquier hecho 
material, relacionada con el caso y limitada al punto de discutir; por lo tanto, además de ser 




Validez de la evidencia  es la suficientemente adecuada, confiable y pertinente al caso y que la 
presenta un testigo calificado y capaz; la base en que se apoya la validez es la confiabilidad de 
la fuente de información; por consiguiente, primero debe ser establecida la confiabilidad del 
testigo y si se trata de una fotografía o un croquis debe aclararse antes, que se trata de una 
imagen o representación exacta de la escena. 
 
La credibilidad de un testigo es pertinente en la búsqueda de la verdad, ellos deben estar 
preparados para sostener un interrogatorio sobre la verosimilitud de sus declaraciones, a fin de 
que su credibilidad no pueda ser rebatida. 
 
4.2. RECOLECCIÓN DE EVIDENCIAS 
 
Para que las huellas o indicios, evidencias y objetos no alteren el esclarecimiento del evento 
delictivo, hay que utilizar algunas técnicas para la recolección adecuada de los indicios en el 
lugar de los hechos, a fin de conservarlos para el momento de su análisis en el laboratorio. 
 
 Las evidencias en los delitos de narcotráfico se manejan fundamentalmente bajo fuentes de 
información, las cuales son de tres tipos: 
 
1) Sobre las personas, que pueden ser testigos presenciales, circunstanciales, oculares 
(informantes o agentes encubiertos). 
 
2) Físicas, que es una de las más importantes; debemos considerar que además de las 
sustancias sujetas a fiscalización tenemos también los bienes producto de su 





3) Documentos, que pueden ser bancarios, financieros o comerciales, entre otros. 
 
Al recolectar las evidencias en los delitos de narcotráfico, se debe primero fijar el o los puntos a 
ser observados a fin de montar la vigilancia correspondiente y realizar los seguimientos 
respectivos, teniéndose en cuenta durante toda la fase investigativa registro de transacciones, 
registro de ventas o compras, registros bancarios, registros telefónicos y postales, fotografías, 
videos, notas, libros contables, armas, ropa, accesorios, vehículos o embarcaciones permanentes 
y ocasionales, así como la obtención de información relacionada con las personas que 
permanecen en el lugar y de aquellas que frecuentan el mismo. 
 
Se debe buscar la evidencia utilizando cualquier medio disponible y ésta debe ser recolectada en 
cualquier  lugar donde pueda existir; las inmediaciones cercanas al sitio de la infracción soy los 
lugares donde hay más probabilidades de encontrar, extendiendo la búsqueda a las áreas 
circundantes ya que pudo haber sido diseminada por actividad humana, de animales o de 
cualquier otro factor, por lo que se debe poner atención a los lugares que facilitan el 
ocultamiento. 
 
Se hace imprescindible estudiar prolijamente el escenario del hecho delictivo, el cual puede 
constituir en una habitación, una oficina, una casa, un edificio, una calle, una plaza, un área en 
exteriores, un vehículo o cualquier otro escenario semejante, sea éste fijo o móvil. 
 
La escena puede ser localizada a través de observaciones directas, personales, patrullaje 
vehicular, aéreo, fluvial o marítimo, patrullaje pedestre, reportes o información de testigos. Esta 
debe ser protegida a fin de evitar la contaminación de la escena y por ende la alteración de las 





4.2.1.  PASOS PARA LA RECOLECCION DE EVIDENCIAS 
 
Para la correcta y adecuada recolección de las evidencias se debe cumplir con ciertos pasos: 
 
- Determinar una vía de circulación observando detenidamente, a fin de encontrar elementos 
claros de evidencia y consecuentemente asegurar que éstos no sean alterados. 
- Se determina los límites de la escena y se marca con bandas plásticas o con cuerdas. 
- Un agente antinarcóticos debe estar a cargo y será él quien tome las decisiones necesarias 
de las circunstancias que afecten la escena. 
- Se debe tomar fotografías preliminares o filmaciones de la escena antes de su exploración. 
- Posteriormente debe levantarse un croquis de la escena estableciendo la ubicación exacta 
del lugar, un registro permanente de los artículos encontrados, las condiciones y las 
distancias entre lugares, objetos y artículos de evidencia encontrados, situando en el croquis 
su ubicación. 
 
Las sustancias encontradas en la escena deben ser recogidas con suma precaución por un 
especialista, a fin de que no se contamine por agentes externos, quien deberá practicar 
inmediatamente la prueba de campo respectiva con el reactivo correspondiente para determinar 
si se trata o no de una sustancia sujeta a fiscalización. 
 
 Para la recolección de evidencias cuando éstas se encuentren en poder de personas, el 
Investigador debe tomar procedimiento con las técnicas que para el registro de las mismas se ha 
diseñado y desarrollado a fin de reducir los peligros que enfrentan los policías al momento de 
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realizar una captura, siendo mayor el peligro inmediatamente después  de la misma, cuando se 
registra al sospechoso en busca de evidencias, ya que generalmente éstos se encuentran 
armados. 
 
 Respecto del registro efectuado por los policías, existen tres tipos básicos, que consisten en: 
 
Palpar. Se refiere a un registro de modo superficial a una persona sospechosa para detectar 
armas lo suficientemente grandes que se noten a través de la ropa. 
 
Registro en el lugar. Consiste en un registro más minucioso de la persona arrestada, en el cual 
se debe cubrir cada centímetro cuadrado a fin de requisar armas y otras evidencias. En el 
registro del lugar el policía puede buscar dentro de la ropa del aprehendido para requisar objetos 
que pueden ser utilizados como armas y otros que tengan valor de evidencia. 
 
Registro al desnudo. Es un examen completo  del detenido y de su ropa; se procede primero a 
quitarle toda la ropa al aprehendido, se verifican todas las aberturas del cuerpo y se escudriña 
minuciosamente toda la ropa. Este procedimiento es imprescindible  en los casos de droga, ya 
que la evidencia generalmente se oculta hasta en los orificios corporales, por ello se la realiza 
con la intervención de médicos y agentes del mismo sexo de la persona detenida. 
 
4.3. LA CADENA DE CUSTODIA 
 
Se define a la cadena de custodia como aquel documento en el que quedan reflejadas todas las 
incidencias y movimientos de las muestras desde su toma hasta la emisión de resultados sin 




Para los Agentes de la Policía encargados de ésta, es un procedimiento establecido por la 
normatividad jurídica, que permite garantizar: la integridad, la autenticidad y conservación de las 
evidencias. Lo que permite prevenir, alteraciones o adulteraciones, sustracciones y sustituciones, 
destrucción o descomposición.  (Fiscalía General del Estado-Dirección Nacional de la Policía Judicial e 
Investigaciones, 2009, pág. 181) 
 
La muestra no es sino una alícuota del total de la mercadería incautada homogenizada para 
realizar el análisis correspondiente. 
 
Una vez que se ha recibido las muestras comprobando que coincida con lo que se dice de ellas 
en el parte de aprehensión elaborado por los agentes policiales y haciendo constar cualquier 
anomalía o disparidad en las mismas, se inicia el Acta de Entrega de Evidencia; en ésta debe 
constar la fecha y hora de recepción, el número de oficio, el o los nombres de los aprehendidos, 
una sucinta descripción de las evidencias, si se trata de bolsas selladas, sustancias en roca, 
cápsulas, comprimidos, vegetales, etc. 
 
Se debe utilizar siempre este documento, que no es sino un formulario de cadena de custodia a 
fin de que cuando las piezas de evidencia salgan de la custodia del oficial o del agente que las 
recolectó, éste describa claramente la transferencia de los artículos retenidos, ya que este 
formulario debe ser firmado y fechado por el agente u oficial que entrega la evidencia a otro 
agente o a un custodio que también firma y fecha el formulario. 
 
Este formulario sirve para demostrar que el artículo de evidencia ha permanecido bajo el control 






4.4. OBJETIVO E IMPORTANCIA DE LA CADENA DE CUSTODIA 
 
4.4.1.  OBJETIVO 
 
El objetivo de la Cadena de Custodia es para garantizar al Juez o Tribunal de Garantías Penales, 
que los elementos materiales de convicción recolectados en el lugar de los hechos, en la víctima, 
en el autor, durante las indagaciones policiales, son los mismos que han sido enviados al 
laboratorio, están siendo presentados como prueba.  (Fiscalía General del Estado-Dirección 
Nacional de la Policía Judicial e Investigaciones, 2009, pág. 181) 
 
4.4.2.  IMPORTANCIA 
 
La cadena de custodia es importante desde su inicio, desde cuando las evidencias y muestras son 
tomadas en la escena o lugar de los hechos y han pasado la prueba de campo, procedimiento 
inmediatamente a su etiquetado individual y numeración. 
 
La importancia de la cadena de custodia en todos los delitos, radica en la observancia de los 
investigadores y oficiales de las garantías constitucionales, pues la violación a las mismas causa 
su nulidad y por ende el Fiscal no podrá utilizarlas durante el proceso, peor aún podrá elevarlas 
a prueba en juicio. 
   
De ahí que la Policía al incautar objetos o mercancías que pueden presentarse como evidencia, 
debe cuidar la legalidad en la obtención de las mismas, ya que de la forma en que éstas fueron 
decomisadas depende el éxito de que éstas alcancen la calidad de prueba a favor de la Fiscalía 




4.5. RESPONSABLES DE LAS EVIDENCIAS Y SU CUSTODIA 
 
  La Ley de Sustancia Estupefacientes y Psicotrópicas en su Art. 102, dispone que la Policía 
Nacional, a través de sus organismos técnicos especializados, aprehendan sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas sujetas a fiscalización y las plantas que sirvan como materia 
prima para que sean extraídas estas sustancias, equipos, laboratorios, precursores, productos 
químicos, bienes, objetos, dinero, valores, instrumentos monetarios, documentos bancarios, 
documentos financieros, documentos comerciales y todo lo que pueda constituir evidencia. 
 
Dispone también que todas las evidencias que sean aprehendidas se remitirán al Fiscal 
competente dentro de las veinte y cuatro horas siguiente, debidamente singularizadas, quien a su 
vez, el Fiscal, al dictar la resolución de inicio de instrucción fiscal, ordenará el depósito de todo 
lo aprehendido en el CONCEP, organismo que entre otras cosas es el responsable de la 
conservación y custodia de todas las evidencias. (Ley de Sustancias Estupefacientes y 
Psicotrópicas-Ecuador) Art. 103. 
 
Cuando se trate de muestras de sustancias, a fin de evitar problemas en la recepción de 
evidencia, tales como el tener muestras sin identificar, o muestras que vienen en una misma 
bolsa unas identificadas y otras no por lo que no se sabe si son o no de la misma persona, 
muestras en un mismo envase o envoltorio en donde hay contacto entre ellas y se producen 
contaminaciones de unas con otras, muestras en envases mal cerrados produciéndose también su 
contaminación, muestras húmedas enviadas en embalajes plásticos produciéndose crecimiento 
bacteriano y/o deterioro de los principales activos; muestras que no corresponden al oficio de 
remisión ya sea por la cantidad o por el peso o porque no corresponden al inculpado, se debe 
proceder a la correcta utilización del formulario de cadena de custodia cuando las evidencias 
salen de la custodia del oficial o agente que las recolectó, ya que como lo anotamos, este 
formulario sirve para demostrar que las evidencias han permanecido bajo el control de las 




 Los agentes que procedieron a la aprehensión de las evidencias deben identificar en su totalidad 
los bienes muebles e inmuebles, singularizando a cada uno de ellos, así como las sustancias, 
dineros, valores, instrumentos monetarios, documentos bancarios, financieros o comerciales, 
como lo señala el art. 103 de la Ley 025. 
 
4.6. CONSERVACIÓN, PRESERVACIÓN Y DESTRUCCIÓN DE LAS 
EVIDENCIAS. 
 
  La gestión de las evidencias y muestras abarca a las mismas desde el momento de su toma, 
hasta el de su destrucción, pasando por conservación hasta su transporte, análisis y posterior 
custodia hasta que termine con la devolución o destrucción controlada cuando la autoridad 
judicial lo autorice. 
 
El Art. 103 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas determina respecto de los 
agentes de aprehensión de evidencias, que éstos  
 
“…identificarán en su totalidad los bienes muebles e inmuebles, sustancias, dinero, 
valore, instrumentos monetarios, documentos bancarios, financieros o comerciales; y al 
presunto o presuntos propietarios, en actas separadas, que remitirán al Fiscal 
competente dentro de las veinte y cuatro horas siguientes. El Fiscal al dictar la 
resolución de instrucción fiscal, ordenará el depósito de todo lo aprehendido en el 
CONSEP, así como de las sustancias estupefacientes y psicotrópicas, precursores y 
otros productos químicos específicos. Estos bienes y materiales estarán a las órdenes 
del Fiscal competente para la verificación de la prueba material de la infracción.” 
 
Toda la evidencia debe ser preservada para su posible presentación en el juicio y/o para el 
análisis forense, ello significa que los artículos perecibles deben permanecer congelados y otros 
artículos deben mantenerse fuera del calor extremo, frío extremo o lugares infestados por 
insectos o roedores.  
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Los artículos de evidencia deben ser manipulados lo menos posible antes de su envío al 
laboratorio forense de Criminalística o del CONSEP, siempre con la finalidad de prevenir su 
destrucción o contaminación. 
 
 La evidencia enviada al laboratorio forense debe también ser etiquetada y empacada 
apropiadamente, debe estar incluida en el formulario de cadena de custodia, anotada en el 
formulario de recepción de evidencias; especificando lo que el Fiscal o agente antinarcóticos 
quiere que sea determinado por el laboratorio.  
 
Toda la evidencia debe ser fotografiada en conjunto o por separado, debidamente 
individualizada; es preferible utilizar una cámara de 35 mm, dependiendo de las condiciones, la 
velocidad del film siendo lo recomendable una cámara digital por su fácil manejo y versatilidad. 
 
Respecto de las muestras  de las sustancias sujetas a fiscalización, se debe tomar en cuenta 
varios aspectos y utilizar las técnicas adecuadas para su buen manejo; ya que, una mala gestión 
de las mismas, como confusión, pérdida, deterioro o mezcla entre sí o con otras sustancias así 
como una manipulación indebida, puede producir resultados no concluyentes o totalmente 
erróneos. 
 
Todas las medidas que tienen como objeto la correcta gestión de las muestras se encaminan a la 
obtención de resultados fiables y a garantizar la seguridad de los operarios. 
 
     Los datos que deben quedar registrados de las muestras son: 
a) En relación con la toma de las mismas: fecha y hora, personas que las toma, lugar, 
descripción, envasado y precintado; 




c) En relación con el transporte: fecha, hora, medio empleado, identidad de la persona 
responsable del mismo; 
d) Cuando las muestras llegan al laboratorio: fecha y hora de entrada, condiciones de 
llegada, persona que la recibe y lugar de custodia en el laboratorio; 
e) En relación con el análisis: precinto, lugar de almacenaje, fecha y forma de 
destrucción. 
 
Siguiendo el procedimiento señalado, el laboratorio al cual se envían las muestras, que deben 
ser los del Departamento de Criminalística y eventualmente en otros laboratorios como los del 
Instituto de Higiene Leopoldo Inquieta Pérez, en la ciudad de Quito, deben reunir los requisitos 
del sistema de calidad, que poseen los laboratorios de otros países, sistema que engloba 
integralmente al laboratorio en sus más variados aspectos de infraestructura, mantenimiento y 
asepsia; así como del personal que labora en los mismos. 
 
El art. 109 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, establece que el Tribunal 
Penal debe disponer la incautación de los bienes, dineros y más valores que hubieren sido 
utilizados para la comisión de los delitos o que fueren producto o rédito de ellos, los cuales 
además deben ser constituidos en depósito. 
 
La Fiscalía General del Estado tiene la facultad de requerir o a través de orden judicial del 
Ministerio de Finanzas, de las entidades del sistema financiero nacional, de los registradores de 
la propiedad, mercantiles, o de cualquier otra entidad, funcionario o empleado público, toda la 
información necesaria sobre la situación financiera de las personas naturales o jurídicas 
presuntamente involucradas en delitos de narcotráfico y sus derivados.  (Ley de Sustancias 
Estupefacientes y Psicotrópicas-Ecuador) Art. 109. 
 
El Consejo Directivo del CONSEP puede entregar provisionalmente los bienes aprehendidos o 




En cuanto a los bienes aprehendidos, el Tribunal Penal o la Sala del Fuero, al dictar sentencia 
condenatoria definitiva, debe disponer la venta de los bienes inmuebles de propiedad de los 
autores, cómplices y encubridores de las infracciones previstas en la Ley 025, siempre y cuando 
estos bienes hayan sido utilizados en la perpetración del delito u obtenido como consecuencia de 
los mismos o que los hubiesen tenido en posesión con estos fines. La venta se realiza en subasta 
pública conforme el reglamento del CONSEP, previo informe favorable de la Contraloría 
General del Estado y de la Procuraduría General del Estado. 
 
En tratándose de bienes muebles estos pueden ser vendidos por el CONSEP antes de que se 
dicte sentencia definitiva dentro de los respectivos juicios penales, de acuerdo con el referido 
Reglamento. 
 
 Respecto de dinero, instrumentos monetarios, documentos bancarios, financieros o comerciales 
u otros valores, se debe formar un fondo cuyos intereses e inversiones corresponde en partes 
iguales a la Procuraduría General del Estado, Policía Nacional, CONSEP, Dirección Nacional 
de Rehabilitación Social e INNFA. 
 
Una vez que se ejecutoría la sentencia condenatoria, dictada en contra de los imputados, el 
Consejo Directivo del CONSEP puede disponer definitivamente de los bienes incautados, así 
como del dinero, muebles, documentos bancarios, financieros o comerciales y demás valores, en 
la forma prevista en el art. 107 de la referida ley. 
 
 En caso de que la sentencia fuera absolutoria, los bienes incautados deberán ser restituidos por 
el CONSEP cuando hayan sido canceladas las medidas cautelares y el Tribunal lo disponga, 







DEL DELITO DE NARCOTRAFICO  
 
5.1. DEFINICION Y CARACTERISTICAS 
El narcotráfico es una industria ilegal mundial que consiste en el cultivo, manufactura, 
distribución y venta de drogas ilegales; este negocio en general ha generado una violencia entre 




 Para el Derecho Penal Internacional, el narcotráfico es un delito internacional tan complejo como el 
terrorismo, puesto que, paso a paso, destruye a los individuos y a las comunidades. (Barriga Bedoya, 
2008, pág. 20) 
 
 Jurídicamente, los delitos concernientes a drogas se los sanciona según la conducta de sus 
autores, cómplices y encubridores, dentro de los eslabones de esta perversa industria que parten 
desde los cultivos y laboratorios ilegales, tráfico, tenencia ilícita, oferta, lavado de dinero, 
consumo, entre otros. 
 
 Cada una de estas actividades está tipificada en la mayoría de las legislaciones como 
transgresión al Derecho, con la caracterización de que existe dolo en los sujetos que intervienen, 




 En casi la totalidad de estas conductas el sujeto activo de la infracción es común e ilimitado, es 
decir, que cualquier persona incurre en ella, siendo el sujeto pasivo el afectado conglomerado 
social. 
 
 Es procedente puntualizar que para que se realicen estas acciones, por parte de las personas 
involucradas se entregan incalculables sumas de dinero y aportaciones de bienes materiales, en 
que intervienen los capos, con lo cual deliberadamente se induce al delito. 
 
Como sujetos activos pueden ser singularizados o individualizados los jefes de los carteles y 
otros narcotraficantes menores que, con sus alevosos y conscientes procederes, atentan a la 
salud física, moral, emocional y a la vida misma de las personas, con nefastas repercusiones de 
diversa índole en las sociedades y en las naciones. 
 
En este siniestro universo, el delito va más allá, en razón de que los narcotraficantes quieren 
adulterar el campo legal que debe reprimirles correctamente y, en sus realizaciones de pasarse la 
barrera jurídica, efectúan asesinatos, corrompen autoridades con la compra de conciencias o con 
la intimidación, entre otras infamias. 
 
Al narcotráfico acompañan otros delitos que, por lo aciago de su accionar, ocasionan 
inseguridad y declive social. 
 
 De esta manera se ha escrito una veraz descripción de lo que sucede en estos enmarañados 
predios: 
 
 “Las redes del narcotráfico se encuentran esparcidas en todos los países, en unos de 
manera más intensa que otros. Para transportar la nociva mercancía, se valen de 
ingeniosos recursos que, en ocasiones, asombran, sin importar los controles policiales a 
los que eluden de diferentes maneras o las distancias entre los continentes. Para ello 
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paseen el dinero que les permite comprar desde la más alta tecnología hasta autoridades 
corruptas.”  (Barriga López, Problemas del Mundo Contemporáneo” Tomo I, Grupo de 
Observadores Latinoamericanos e Instituto Ecuatoriano de Estudios para las Relaciones 
Internacionales, 1995, pág. 17) 
 
Sin duda alguna, estos delincuentes buscan, a la postre, el control económico, social, político, 
militar, lógicamente y en primer lugar jurídico, de los Estados, para constituir narcoestados. 
 
Las noticias que llegan a través de  los medios internacionales de comunicación informan que 
estos hechos se acrecientan, debido a que, en algunos casos, van unidos a las acciones terroristas 
y guerrilleras, lo que constituye enorme amenaza para la estabilidad de un país y no solamente 
de los países vecinos sino de las regiones. 
 
Ante estas circunstancias, se impone la captura no solo de los autores materiales sino también 
de los intelectuales, que generalmente, no caen y son los que controlan con sus redes, en la 
clandestinidad, a miles de personas que trabajan para ellos. 
 
 La afectación no va únicamente para determinada circunscripción territorial, a causa de la 
característica eminentemente internacional del narcotráfico y de sus delitos conexos. No hay 
país que sea impermeable a las arremetidas de este flagelo que mueve colosales fortunas de 
dinero sucio y que engendra hechos, especialmente de violencia y corrupción de la justicia. 
 
5.2. NARCOTRÁFICO: MERCADO DE DROGAS EN AMERICA LATINA 
 
  El fenómeno del narcotráfico, es y sigue siendo uno de los grandes problemas que los países de 
América Latina no han podido solucionar. La pobreza, el hambre, el desempleo, la pérdida de 
valores, el descuido educacional y la corrupción, han sido los factores catalizadores para que 
esta semilla germine y florezca con gran facilidad; su premisa de vida: “SI NO PUEDES SER 
RICO, HAZTE RICO CON LA DROGA”. 
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 Nuevas rutas para burlas los controles fronterizos, sofisticados medios de transporte, nuevos 
mercados, alianzas transnacionales, diversificación de los negocios ilegales. El Narcotráfico, 
más violenta y más audaz que nunca, pierde algunas batallas, pero sigue ganan do la guerra. 
 
 De acuerdo con un informe de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(ONUDD) Latinoamérica es la zona del planeta con el crecimiento más alto en el consumo de 
cocaína con más de dos millones de consumidores, a los que llega un 20% del estupefaciente 
distribuido en el mundo, por detrás de EEUU (41) y Europa (26%). 
 
A R G E N T I N A 
 
Argentina fue el único país que aceptó recibir a la familia del fallecido capo del narcotráfico 
Pablo Escobar Gaviria, del extinto cartel de Medellín, que antes había intentado establecerse en 
España y en Alemania. Es considerado el primer productor de precursores químicos de América 




En Bolivia, la hoja de coca tiene usos culturales, medicinales e industriales, pero también ha 
sido desviada por los narcotraficantes nacionales y extranjeros a la fabricación de la cocaína. 
 
En lo que va del año, la policía boliviana ha decomisado más de 17 toneladas de cocaína, una 
cifra que para el Gobierno muestra su determinación de luchar contra este mal, aunque para la 







Colombia sufre desde los años setenta el estigma de ser la principal productora y exportadora de 
cocaína en el mundo. El país produce más de 50 toneladas anuales de cocaína y ha tenido cuatro 
de los carteles de narcotráfico más poderosos del mundo: Cártel de Medellín (existió desde la 
década de 1970 y desapareció alrededor de 1992 con la persecución y muerte de Pablo 
Escobar); Cártel de Cali (surgió de la mano de los hermanos Miguel y Gilberto Rodríguez 
Orejuela. En su época dorada, el Cartel de Cali fue señalado por las autoridades estadounidenses 
de ser el responsable del envío del 80% de la cocaína que llegaban a las calles de ese país, razón 
por la cual llegó a ser catalogado como la organización criminal más peligrosa del planeta); 
Cártel del Norte del Valle (operó principalmente en el Norte del Valle del Cauca, al Suroeste 
de Colombia, tuvo un importante crecimiento a mediados de los años 1990, después de que los 
carteles de Medellín y Cali se fragmentaran) y el Cártel de la Costa (fue una agrupación 
dedicada a la fabricación y tráfico de droga que funcionaba en la ciudad de Barranquilla y en la 
Región Caribe en el norte de Colombia, controlaba el comercio de droga con otras regiones del 




En los últimos años Guatemala ha comenzado también a jugar ese papel de plataforma de 
abastecimiento al mercado norteño. En su tránsito desde Colombia, la droga pasa por Guatemala 
y México. Grupos narcotraficantes han estado adquiriendo fincas en la frontera norte de 




Es el segundo productor regional de marihuana, así como de amapola y sus derivados (heroína) 
y una de las principales rutas del tráfico de cocaína colombiana hacia Estados Unidos, el 
principal consumidor del mundo. Los Cárteles de los Arellano Félix, los Beltrán Leyva, el 
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Golfo, Sinaloa, los ‘Zetas’, Juárez y La Familia michoacana son considerados los de mayor 
poder. 
 
El mapa actual de la ramificación del narcotráfico mexicano muestra que su influencia se 
extiende a 16 países de la región, y también en otros continentes. Informes de las agencias 
antidrogas de EE.UU., México, Colombia, Argentina, Costa Rica, entre otros, confirman esa 
expansión y advierten el riesgo de que los narcos mexicanos exporten al resto de los países la 




El precio de la droga en el Perú y la facilidad para su elaboración y traslado ha ocasionado que 
se convierta en uno de los territorios más disputados por los cárteles colombianos y mexicanos. 
 
Perú desplazó a Colombia del primer lugar de producción de cocaína en el mundo, con un 
refinado anual de 380 toneladas métricas de alcaloide según un informe de la ONU. 
 
En el Perú, los últimos grandes enclaves de Sendero Luminoso se encuentran en los valles de 
los ríos Apurímac y Ene (VRAE) y en el Alto Huallaga, en los que se concentra el 58,4% de la 




Según el informe anual sobre narcotráfico del Departamento de Estado de EE.UU. Venezuela es 
‘un país de mucho tránsito del tráfico de drogas’, algo que se debe en buena parte a que ‘posee 
altos niveles de corrupción y un sistema judicial débil’, así como a que el suyo es ‘un ambiente 
permisivo y corrupto’, apetecido por los narcotraficantes para transportar la droga. 
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En este sentido, otro informe, el de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito (ONUDD) destaca el ‘deterioro’ del combate al narcotráfico en Venezuela, que fue 
‘punto de origen de más de la mitad de los cargamentos de cocaína interceptados en el Atlántico 
entre el 2006 y el 2008′, mientras que los ‘embarques provenientes de Colombia representaron 
solo el cinco por ciento”. Venezuela sería también el origen de ‘todos los envíos aéreos 
clandestinos de cocaína detectados en África occidental’ y de vuelos destinados a pistas 
clandestinas en Honduras.  ( http://unidad-intel-latinoamerica.webnode.com.ar/news/mapa-de-
rutas-narcotrafico-latinoamerica/) 
 
5.3. GRANDES TONELADAS DE DROGAS CIRCULAN EN EL ECUADOR 
 
Cerca de 200 toneladas métricas de drogas circularían al año por todo el territorio ecuatoriano, 
según lo reveló hace algún tiempo Drew Schufletowski, jefe de la Oficina de Antinarcóticos de 
la Embajada de los Estados Unidos en Quito. 
 
 En una nota recogida por la agencia internacional de noticias Efe, el diplomático recordó las 
conclusiones a las que llegó el Departamento de Estado en su informe sobre la lucha antidrogas 
y subrayó que el Ecuador en un país de tránsito de droga. 
 
En sus diferentes informes y estudios, los Estados Unidos han sostenido que el Ecuador 
continúa siendo vulnerable al crimen organizado a causa de la debilidad histórica de sus 
instituciones públicas y a la corrupción. 
 
Añade que, el Ecuador  es uno de los principales países para el tránsito de droga con origen en 
Colombia y el Perú destinada a los Estados Unidos, y fuente de materias primas para la 




5.4. NARCOTRAFICO Y CRIMEN ORGANIZADO EN EL ECUADOR 
 
La captura de miembros del crimen organizado de manera más frecuente no es solo una señal de 
un trabajo policial, sino de las facilidades que se les ha dado para que se instalen en el país.   
 
 La política de libre movilidad es un elemento, pero hay otros que contribuyen también, como la 
facilidad para nacionalizarse y las posibilidades de reclamar refugio o asilo político, como lo 
demuestran casos registrados hace algún tiempo. 
 
 No hay tampoco unanimidad de criterio respecto a lo que se entiende por crimen organizado 
por parte de las autoridades, donde cada uno presenta matices de cómo afrontarlo. Ante la escala 
de violencia, especialmente por los crímenes bajo la modalidad de sicariato, el Gobierno ha 
reconocido la existencia del crimen organizado en el Ecuador y ha puesto en marcha medidas 
como el patrullaje militar y de unidades élite de la Policía, entre otras. 
 
Al menos 10 personas vinculadas al crimen organizado (algunos de narcotráfico, terrorismo, 
venta de armas, entre otros) han sido capturados en el país desde abril de 2010. 
 
No obstante, la diferencia es que estas detenciones serían ahora más frecuentes. Esto se debería, 
a las facilidades que presta el país, dada la política de libre movilidad, vigente desde el 2008. A 
esto se añadiría, la falta de políticas de cómo afrontar el problema, que va desde tener una 
concepción clara de lo que se entiende por este fenómeno y la necesidad de fortalecer el 
intercambio de información y la cooperación con otros países. 
 
 Pero, ¿Qué es el crimen organizado? Para oficiales de Inteligencia de la Policía Nacional, 
explicaron que se trata de estructuras complejas y completas que persuaden a gente al interior de 
un país para poder expandir sus negocios ilícitos. Esto no significa que sean todos extranjeros, 
sino que buscan corromper en diferentes instancias de la sociedad a quienes consideran como 
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personas claves: militares, policías, jueces, fiscales, funcionarios de la administración de 
justicia, políticos, etc. 
 
 En otras palabras, para enraizar y que crezca el crimen organizado, la corrupción, es el motor. 
Puede además, llegar a afectar a la estructura de un Estado en sí. Un ejemplo de esto, es lo que 
ocurre en México, donde muchos estamentos están atravesados por el dinero del narcotráfico. 
 
Edgar Vaca, ex comandante de Policía, señala que, al tratarse de un fenómeno que atraviesa 
fronteras, la manera de afrontarlos es conociendo como funciona a escala mundial, hemisférica, 
regional y nacional. Y que las políticas deben tener el mismo sentido para que sea efectiva: 
“Debe haber coordinación y enlace entre quienes luchan primero a escala internacional, por ejemplo, a 
través de Interpol, con quienes lo hacen con cada país”. 
 
El Ecuador se encuentra, entre lo que Vaca denomina “el triángulo de productores de la hoja de 
coca”. Colombia, Perú y Bolivia, y dado que comparte frontera con los dos primeros, esto ha 
hecho que el país se vea afectado por los delitos conexos y la violencia generada por los grupos 
narcotraficantes. 
 
La posición geográfica del Ecuador, así como sus puertos y las rutas que han abierto los grupos 
criminales, ha hecho que primero se convierta en un centro de paso de droga; luego, fue además 
un centro de acopio y, hoy ha comenzado a ser parte del proceso de producción. 
 
Sobre esto último, hay varias evidencias en los propios operativos policiales desarrollados 
durante los últimos tras años: los submarinos encontrados para transportar droga, los 
laboratorios destruidos en diferentes puntos del país, el aumento del sicariato, no solo en zona 




     En relación a la captura de miembros del crimen organizado en el Ecuador, se señala a los 
siguientes. 
 
1. Cuatro miembros de Al-Qaeda en Quito. 
El 10 de abril de 2011, en un operativo conjunto entre la Policía y de la Dirección de 
Extranjería, se detuvo a 66 personas provenientes de Medio Oriente en varios hoteles de 
Quito. Entre ellos, estaban miembros de Al-Qaida, por quienes, de acuerdo con la base 
de datos que está en la web del FBI de los EEUU, se pagaba recompensas que iban 
entre $1 millón y $5 millones. Se trataba de Ali Ahmed, Muhammad Hussain y Qasin 
Ali. 
 
2. Integrante de la Mafia Rusa. 
Myasnikov Maxim fue detenido el 6 de julio en Quito, mientras salía de una cafetería en 
el sector de Cumbayá. Él residía en el país desde 2006 y era requerido por las 
autoridades rusas bajo acusaciones de supuesto tráfico de armas, asesinatos y de tener 
vinculaciones con la mafia rusa. Myasnikov portaba una cédula de ciudadanía 
ecuatoriana falsificada, así como un permiso de conducción, de acuerdo con la Policía. 
Tenía varias salidas hacia el Perú. 
 
3. Quintero estaba en una cafetería. 
El 14 de abril de 2010, el colombiano Ramón Quintero Sanclemente, uno de los 
narcotraficantes más buscados del mundo, fue detenido en Quito, en el sector de La 
Carolina. Fue en un operativo conjunto entre la Policía y el Departamento Antidrogas 
estadounidense (DEA) en el norte de la capital ecuatoriana. Era considerado como la 






4. John Jairo Vasco residía en Cuenca. 
John Jairo Vasco López, alias "Nico", considerado un líder de la agrupación 
narcodelictiva colombiana Cordillera, estuvo un año y medio radicado en Cuenca, 
según la Policía Nacional. Fue capturado el 20 de abril de este año en el aeropuerto de 
Guayaquil. Sobre Vasco, existía una orden de captura emitida por la Policía 
Internacional (Interpol, por sus siglas en inglés). Tras la Audiencia, fue deportado a 
Colombia. 
 
5. Miembros del Cartel de Sinaloa. 
En un operativo conjunto realizado en la segunda semana de marzo en México y el 
Ecuador, se detuvo a Víctor Manuel Félix, alias "El Señor", cuñado del jefe máximo del 
cartel de Sinaloa, Joaquín "El Chapo" Guzmán. En el Ecuador, en cambio, se arrestó a 
tres ciudadanos mexicanos, dos colombianos y cuatro ecuatorianos, y se incautaron de 
4,17 toneladas de clorhidrato de cocaína y se los identificó como parte de ese cartel. 
 
6. Número dos del Frente 48, apresado. 
El segundo al mando del Frente 48 de las FARC, Fabio Ramírez Artunduaga, fue 
detenido en junio de este año en un centro comercial en el sur de Quito, en compañía de 
una mujer. Fueron deportados a Colombia. Ramírez Artunduaga tenía una orden de 
captura por rebelión, emitida por la Fiscalía Quinta de Florencia en el Caquetá. Estaba 
acusado de la muerte de al menos 14 policías y la extorsión a campesinos de Puerto 
Asís, San Miguel y El Orito. 
 
7. Ejecución de un policía y un colombiano. 
El policía Darwin Andrango fue ejecutado con un tiro en la cabeza el 20 de marzo. Él, 
junto a un compañero, fue atacado por presuntos narcotraficantes. Horas más tarde, se 
registró la muerte del colombiano Diego Herrera Sánchez, quien al parecer, era el 
informante de la Policía. La Policía ató estas muertes con el cartel de Sinaloa, por los 
logotipos hallados en la droga allanada en el operativo donde fue arrestado Víctor Félix. 
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5.5. POLITICAS QUE FACILITAN AL CRIMEN ORGANIZADO EN EL 
ECUADOR 
 
Figuras legales como la naturalización, el refugio o el asilo político impiden que la justicia 
extradite a miembros del crimen organizado. En el Ecuador, a partir del 2008 el Gobierno 
implementó una política de libre modalidad, la cual bajo mi criterio, es el eje de los grandes 
índices de criminalidad. 
 
5.5.1.  FACILIDAD PARA NACIONALIZARSE 
 
 En la localización y captura de delincuentes, muchos de ellos miembros del crimen organizado 
y buscados internacionalmente, juega un papel importante el intercambio de información a 
escala mundial. Una de las entidades que cumple esa función es la Interpol. 
 
Son parte de esta organización 188 países, entre ellos el Ecuador, formalmente desde 1965. 
 
En el caso del Ecuador, cuando son capturados, presentan siempre documentación falsa. Hay 
algunos casos en los que cuentan con carnés de refugio, cartas de naturalización o argumentan 
estar tramitando algún tipo de asilo político. Esto provoca que los agentes y las autoridades 
deban dejarlos libres. 
 
 Hay varios casos registrados en la justicia. En el 2003 fue capturado un ciudadano  de Medio 
Oriente, ya liberado. No fue extraditado, pese a ser requerido por otros países, porque  esta 
nacionalizado como ecuatoriano y la Constitución de aquel tiempo (1998) al igual que la vigente 
prohíben la extradición. La Constitución en su Art. 79 señala que en ningún caso concederá la 
extradición de un ecuatoriano y, su juzgamiento se sujetará a las leyes del Ecuador.  
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Otro caso ocurrido en el 2010, otro ciudadano de Medio Oriente, requerido también en 
extradición por narcotráfico, fue detenido por la policía, pero la Cancillería informó que el 
implicado había sido naturalizado por estar legalmente casado con una ecuatoriana. 
 
Las autoridades están conscientes de que los miembros del crimen organizado están al tanto de 
que si se casan o reconocen a hijos ecuatorianos, no pueden ser extraditados por sus países de 
origen. En varios casos han cumplido las condenas aquí y luego se quedan porque están más 
seguros. 
 
5.5.2.  POLITICA DE LIBRE MOVILIDAD 
 Delincuentes buscan países que por ejemplo, no pidan visas y en los que su estadía y tránsito 
esté garantizada. 
 
Una vez dentro del nuevo territorio, las mafias reclutarían a los “delincuentes criollos”, a 
quienes los especializan para realizar funciones específicas. Por eso luego es difícil erradicar las 
actividades delictivas. 
 
Además buscan países donde puedan obtener fácilmente documentos falsos o sacar ventajas de 
los derechos de los que gozan los connacionales de un país.  
 
En el país, desde junio del 2008, el presidente Correa, decidió que los extranjeros pueden 
ingresar y permanecer durante seis meses en el país sin portar una visa. En los dos últimos años 
llegaron más de dos millones de extranjeros. No obstante, esa apertura muestra puntos débiles. 
Uno de ellos fue las bodas por conveniencia, para obtener la nacionalidad ecuatoriana. 
 
Para julio del 2011, el gobierno impuso nuevos requisitos para conceder permisos de residencia 
a extranjeros y evitar los matrimonios arreglados. En adelante, los extranjeros que quieran 
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radicarse en el Ecuador deberán presentar un expediente policial expedido por el país donde 
vivieron en los últimos cinco años. 
 
 Para los extranjeros que deseen casarse con ciudadanos ecuatorianos deberán acreditar una 
residencia mínima de un año en el país, en tanto que se prohíbe los matrimonios mediante la 
presentación de poderes escritos. 
 
 
Fuente: Direccion de Refugio, datos del 30/09/2013 ACNU-ECUADOR. 
 
Existen 54.864 colombianos, que viven en el Ecuador bajo el estatus de refugiados, 


















DE LAS PENAS 
 
6.1. CONCEPTO Y CARACTERISTICAS 
Para el tratadista (Cuello Calón E. , pág. 16), la pena es la privación o restricción de bienes 
jurídicos impuesta conforme a la ley, por los órganos jurisdiccionales competentes, al culpable 
de una infracción penal. 
 
 La privación o restricción impuesta al condenado de bienes jurídicos de su pertenencia, vida, 
libertad, propiedad, etc., causa en el culpable el sufrimiento característico de la pena.  
 
La pena ha de ser establecida por la ley y dentro de los límites fijados por la misma. El principio 
de legalidad de la pena,  nulla poena sine lege, exige que la pena en su clase y cuantía se 
imponga de acuerdo con lo ordenado por la ley, así los preceptos de ésta la sustraen del arbitrio 
de los juzgadores y crean una importante garantía jurídica de las personas. 
 
Su imposición está reservada a los órganos jurisdiccionales del estado, los Tribunales de 
Justicia, que la aplican por razón del delito, para el mantenimiento del orden jurídico y la 
protección de los bienes jurídicos tutelados por el Estado. 
 
 No son penas, por tanto, las sanciones disciplinarias y otras medidas aplicadas por organismos 
no judiciales que aspiran a la consecución de fines diferentes. Las penas habrán de imponerse 




Solo pueden ser impuestas a los declarados culpables de un delito penal. Por lo tanto, deben 
caer únicamente sobre la persona del culpable, de modo que nadie sea castigado por el hecho de 
otro. De aquí, surge el principio de la personalidad de la pena. 
 
6.2. FINALIDAD DE LA PENA 
 
 Desde la antigüedad se discuten acerca del fin de la pena, habiéndose desarrollado 
fundamentalmente, tres concepciones, las que en sus más variadas combinaciones continúan 
hoy caracterizando la discusión:  
 
1. Teoría Absoluta de la Pena.-son aquellas que sostienen que la pena halla su 
justificación en sí misma, sin que pueda ser considerada como un medio para fines 
ulteriores. Es absoluta porque es ésta teoría el sentido de la pena es independiente 
de su efecto social. 
 
2. Teoría Relativa de la pena.- aquí las teorías preventivas renuncian a ofrecer 
fundamentos éticos a la pena, ella será entendida como un medio para la obtención 
de ulteriores objetivos, como un instrumento de motivación, un remedio para 
impedir el delito. Para explicar su utilidad, en relación a la prevención de la 
criminalidad, se busca apoyo científico. 
 
 
3. Teoría Mixta o de la unión.- esta sostiene que no es posible adoptar una 
fundamentación desde las formas teóricas antes mencionadas, y proponen teorías 
multidisciplinarias que suponen una combinación de fines preventivos y retributivos 
e intentan configurar un sistema que recoja los efectos más positivos de cada una de 




6.2.1.  TEORIA ABSOLUTA DE LA PENA.-  
 
Castigar porque se ha pecado. Las teorías absolutas responden en este sentido. Al autor se le 
castiga porque ha “pecado”, esto es, por delito ejecutado, de manera que la pena no persigue 
finalidades ulteriores y se justifica así misma. Se puede presentar en dos criterios: 
 
a. Teoría Absoluta retribucionista: la retribución significa que la pena debe ser equivalente 
al injusto culpable según el principio de la justicia distributiva. Lo que no tiene que ver 
con “venganza”, sino con medida, ya que el hecho cometido se convierte en 
fundamento y medida de la pena (esto se llama principio de proporcionalidad de la pena 
con el delito cometido). La pena es el mal que se irroga a quien ha cometido un delito. 
 
b. Teoría Absoluta Expiatoria.- acá la imposición de la pene tiene un carácter moral. El 
sujeto sufre la pena para comprender el daño causado. Mediante la pena expía su 
culpabilidad. 
 
6.2.2.  TEORIA RELATIVA DE LA PENA.-  
 
Castigar para que no se pegue. Las teorías relativas profundizan una sola corriente, que es la 
preventiva. Para ellas la pena es un medio para obtener un fin que es la prevención del delito. 
 
En la prevención, se “mira hacia el futuro” ya que se centra en la peligrosidad del sujeto y la 
predisposición criminal latente de la generalidad de los sujetos.  La pena sería un medio para 




El criterio de las teorías relativas prevencionistas tiene dos vertientes. La una prevención 
general,  la cual solo actúa sobre la comunidad, y la prevención especial las cuales recaen sobre 
el sujeto delincuente. 
 
1. Prevención general.-  ven a la pena como un medio ejemplar para afectar a la 
sociedad en general, vale decir, la pena que se le impone al sujeto infractor de la 
norma tiene como finalidad  influir en la sociedad.  
 
2. Prevención especial.- estas teorías recaen sobre el sujeto delincuente, la pena es un 
medio para intervenir en la vida del infractor de la norma. Esta intervención se 
justifica como norma para prevenir futuros delitos, para tratar de reducir la 
peligrosidad del sujeto. 
 
 Para Beccaria, en su obra De los Delitos y de Las Penas, el fin de las penas no es el de 
atormentar  y afligir a un ser sensible, ni el de deshacer un delito ya cometido. El fin, pues, no 
es otro que el de impedir al reo que realice nuevos daños a sus conciudadanos, y el de apartar a 
los demás de que los hagan iguales. 
 
Para (Zavala Baquerizo, 2002, pág. 122), la pena no debe ser un arma para combatir el delito, 
sino un medio para rehabilitar y resocializar al condenado. 
 
6.3. PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD. 
 
  Este principio tiene una importancia fundamental para el Debido Proceso Penal. Se encuentra 
consagrado en la Constitución en el numeral 6 del art.76, que dice: “La ley  establecerá la debida 




Tal principio tiene por finalidad evitar la arbitrariedad, el abuso y la tiranía de la pena 
desproporcionada, inadecuada e inútil. Desde la época de los pensadores franceses como 
Diderot, D’Alambert, Voltaire, etc., o italianos como Beccaria, ya se había observado que la 
pena debía tomar en consideración tanto el delito cometido como la personalidad del infractor y 
la finalidad para la cual se lo penaba. Cesare Beccaria había dicho: “Para que la pena no sea 
violencia de uno o de muchos contra un particular ciudadano, debe ser la pena pública, pronta, 
necesaria, la menor de las posibles en las circunstancias actuales, proporcionada a los delitos y dictada 
por las leyes”  (Beccaria) 
 
Es necesario recordar que la ley penal debe surgir luego de un proceso de criminalización
2
  que 
se desarrolla por parte de la Función Legislativa, la que tiene el poder exclusivo y excluyente de 
legislar. Pero este proceso de criminalización, como todo proceso, es complejo y debe ser 
estudiado debidamente para poder concluir la razón por la que  una conducta que antes no 
estaba criminalizada es aprehendida por el legislador para incorporarla en la ley penal como una 
conducta intolerable para el Estado. (Jiménez de Asúa, 2001, pág. 27) 
 
 La primera inquietud es saber qué es lo que se debe criminalizar y esta inquietud se refiere al 
contenido de la ley penal, contenido que no puede ser otro que la conducta humana, teniendo 
presente que no todo comportamiento debe ser criminalizado, sino aquellos que atenten la 
seguridad jurídica y social de los ciudadanos lesionando los bienes jurídicos reconocidos y 
protegidos por el Estado.  Pero tomando en consideración que “no toda conducta que afecte a un 
bien jurídico debe ser criminalizada, sino aquellas que sean más graves y puedan ser más nocivas para 
el hombre y el grupo social, pues las más leves pueden ser objeto de otro tipo de sanciones que no sean 
las penales”. (Zavala Baquerizo, 2002, pág. 117) 
 
El momento de criminalizar es uno de los puntos críticos del proceso de formación de la ley 
penal. El legislador debe tener un profundo conocimiento de la realidad social, del medio sobre 
                                                     
2
GIULIANO VASSALI demostró que el papel de la criminología es decisivo para informar al legislador 
que debe conocer de los hechos para poder eficazmente definir lo que es el delito y el medio preferible 
para combatirle, pero es igualmente importante que el sujeto activo del crimen sea bien conocido por el 
juez que le condena y por los funcionarios de la prisión que no deben únicamente custodiarle, sino, en 
vista de su liberación, ponerle en condiciones de ser un miembro útil para la sociedad.  JIMENEZ de 
ASÚA Luis, Derecho Penal, Criminología y otros temas penales, Volumen 2, México 2001, pág.27. 
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el cual va a regir la ley penal. De allí surge la característica de la mejor ley penal, esto es, 
aquella que surge cuando por las circunstancias sociales imperantes es necesaria. 
 
 En estos casos se exige por parte de la sociedad  la protección de los nuevos valores, de las 
nuevas formas de convivencia. Tal es el caso, por ejemplo, de la informática que exigen nuevas 
leyes penales para la protección de la intimidad, etc.; o en el caso de la evolución de la 
ingeniería genética, que exige la protección penal del ser humano. En los casos antes indicados, 
las leyes penales surgen como necesarias y oportunas. Aparecen en el momento preciso en que 
deben nacer para la seguridad jurídica de la sociedad y el hombre. 
 
Cuando se pretende formar una ley penal es necesario que el legislador tenga prevista en su 
conciencia cuál es la finalidad de la tipificación de una conducta, esto es, que responda a la 
pregunta ¿para qué se debe tipificar? Si el sistema penal tiene por finalidad garantizar a la 
sociedad un mínimo de seguridad jurídica, es evidente que ese mínimo de seguridad lo brinda 
en gran parte la ley penal, es decir, que se tipifica una conducta para proteger a la sociedad y al 
individuo de las actividades nocivas para sus existencias. Esto es pues, la finalidad de la 
tipificación. 
 
De lo expuesto se arriba a la conclusión que la proporcionalidad de la ley penal no sólo debe 
existir entre la conducta antijurídica descrita en ella y la pena con la que se amenaza dicha 
conducta, sino también que dicha conducta proporcionada debe ser asumida previamente, esto 
es, cuando se selecciona la conducta a tipificar. 
 
Una vez que el legislador ha tipificado la conducta debe entrar al segundo momento de la 
formación de la ley cual es la fase de la penalización. Para este efecto lo primero que debe 
determinar es si la conducta que fue adoptada como objeto de la ley debe enlazarse con una 
medida de seguridad  o con una pena. Lo que significa decir que, ante todo debe haber 





El proceso de penalización comprende el previo análisis de muchos aspectos que no se limitan a 
fijar la cantidad y calidad de la pena, sino que también se debe considerar las ventajas y las 
desventajas que provocan la imposición de la pena, como pueden ser los costos sociales, etc. 
 
Sólo las penas proporcionadas llevan el poder de imponer su respeto ante los ciudadanos. Las 
“penas terror” esto es, aquellas que se establecen en la ingenua idea de “impedir” la comisión 
de ciertos delitos, lo único que hacen es provocar el rechazo ciudadano y la falta de aplicación 
judicial.  (Zavala Baquerizo, 2002, pág. 120) 
 
6.4. SISTEMA ESPECIAL PARA ADOLESCENTES INFRACTORES. 
 
     Dentro del mundo del narcotráfico y su afán de lucrar, los narcotraficantes actualmente 
encuentran a los menores de edad vulnerables y de fácil convencimiento para traficar con 
sustancias estupefacientes sujetas a fiscalización, quienes por su inocencia y falta de 
información aceptan estos tipos de ofertas, sin darse cuenta que entran al mundo de la 
delincuencia.  
 
USO DE DROGAS EN POBLACION GENERAL (12 A 65 AÑOS) 
Porcentaje de personas que aseguran haber usado drogas durante el último año por país: 
PAIS alcohol cigarrillos marihuana cocaína pasta base 
Argentina 65.30 36.80 7.20 2.67 0.54 
Bolivia 66.80 36.90 4.30 0.66 0.09 
Chile 76.80 50.40 4.50 1.31 0.62 
Ecuador 56.80 25.90 0.70 0.11 0.14 
Perú  65.80 36.70 0.70 0.31 0.43 
Uruguay 67.20 37.20 6.00 1.68 0.36 
Fuente: elementos orientadores para las políticas públicas en la región, 2008                 
Primer estudio comparativo sobre uso de drogas y factores asociados en población de 15 a 65años. Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. 
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PROMEDIO DE LA EDAD DE INICIO DE USO DE DROGAS 
PAIS alcohol cigarrillos marihuana cocaína pasta base 
Argentina 17.0 16.4 18.3 18.8 18.8 
Bolivia 18.8 18.8 22.0 20.8 24.5 
Chile 18.3 16.6 18.2 22.9 20.8 
Ecuador 18.5 18.4 18.7 20.4 19.8 
Perú 18.4 18.2 18.7 19.2 20.0 
Uruguay 16.8 16.3 19.0 20.0 19.6 
Fuente: elementos orientadores para las políticas públicas en la Región, 2008  Primer estudio comparativo sobre 
consumo de drogas y factores asociados en población de 15 a 65 años.  Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito. 
 
CATEGORIZACIÓN DEL USO DE COCAÍNA POR SEXO A NIVEL NACIONAL (%) 
 Categorías Hombre Mujer Total 
Uso 
experimental 
0.80 71.11 28.89 100.00 
Uso ocasional 0.47 70.04 29.96 100.00 
Uso regular 0.10 88.81 11.19 100.00 
Uso frecuente 0.54 77.15 22.85 100.00 
Uso intenso 0.08 92.58 7.42 100.00 
Fuente:- Cuarta encuesta nacional sobre consumo de drogas en estudiantes de 12 a 17 años.  Elaboración: 
Observatorio Nacional de Drogas 
 
El 0.80% de estudiantes presenta un uso experimental. El 0.47 %  presenta un uso ocasional y 
apenas un 0.08% un uso intenso de la sustancia. Al igual que otras drogas, existe una mayor 
presencia de los hombres en todas las categorías, de tal manera que 9 de cada 10 estudiantes que 






Percepción de la facilidad de acceso a la cocaína a nivel nacional (%) 
 
Fuente: cuarta encuesta nacional sobre el consumo de drogas en estudiantes de 1217 años. Elaboración: 
Observatorio Nacional de Drogas. 
 
Respecto de la percepción de acceso, el 7.0% de los estudiantes representados asegura que le 
sería fácil conseguir cocaína.  
 
En tratándose de menores de edad, la Constitución en su Art. 77, numeral 13 señala:  
 
“Para las adolescentes y los adolescentes infractores regirá un sistema de medidas 
socio-educativas proporcionales a la infracción atribuida. El Estado determinará 
mediante ley sanciones privativas y no privativas de libertad. La privación de la libertad 
será establecida como último recurso, por el periodo mínimo necesario, se llevará a cabo 
en establecimientos diferentes a los de personas adultas.” 
 
Me sería fácil Me sería difícil No podría conseguir No sé si sería fácil o difícil
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El Libro Cuarto del Código de la Niñez y Adolescencia se refiere detalladamente a la 
responsabilidad del adolescente infractor, quien por principio general no es imputable de delito 
en los procesos penales. 
 
En efecto el Art. 306 del cuerpo de leyes antes citado, en referencia a la responsabilidad de los 
adolescentes dice: “Los adolescentes que cometan infracciones tipificadas en la ley penal estarán 
sujetos a medidas socio-educativas por su responsabilidad de acuerdo con los preceptos del presente 
código.” 
 
6.4.1.  MEDIDAS SOCIO-EDUCATIVAS PARA ADOLESCENTES 
INFRACTORES.  
 
1. Amonestación.- Es una recriminación verbal, clara y directa del juez al adolescente 
infractor y a sus progenitores o representantes; 
2. Amonestación e imposición de reglas de conducta.- A la amonestación verbal 
deberá agregarse la imposición de obligaciones y restricciones para que se 
comprenda la ilicitud de sus acciones, a fin de conseguir la integración del 
adolescente al entorno familiar y social; 
3. Orientación y Apoyo Familiar.- Consiste en la obligación del adolescente y sus 
progenitores o representantes a participar de programas de orientación y apoyo 
familiar para conseguir la integración familiar y social; 
4. Reparación del daño causado.- Es la obligación que tiene el adolescente en 
restablecer el equilibrio patrimonial afectado. Mediante la reposición del bien, 
restauración o el pago de una indemnización proporcional al daño causado; 
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5. Servicios a la comunidad.- Son las actividades de servicio comunitario que 
impone el juez al infractor, tomando en consideración sus aptitudes; 
6. Libertad asistida.- Es un estado de libertad condicionada al cumplimiento de 
directrices y restricciones de conducta fijadas por el juez, sujeta a asistencia, 
supervisión y evaluación; 
7. Internamiento domiciliario.- Consiste en una restricción parcial del adolescente, 
por lo que no podrá abandonar su hogar, excepto para asistir al establecimiento de 
estudios o trabajo; 
8. Internamiento de fin de semana.- El adolescente deberá asistir los fines de 
semana a un centro de internamiento para cumplir su proceso socio-educativo; 
9. Internamiento con régimen de semi-libertad.- Es una restricción parcial de la 
libertad por la que un adolescente infractor es internado en un centro de 
adolescentes infractores, pero puede concurrir libremente al centro de estudios o 
trabajo; 
10. Internamiento Institucional.- Es la privación total de la libertad del adolescente 
infractor. Esta medida se aplica solamente a adolescentes infractores mayores a 
catorce años, por infracciones que en la legislación penal son sancionadas con 
reclusión. A los adolescentes menores de catorce años, se les aplicará únicamente 
en los delitos de asesinato, homicidio, violación, plagio de personas y robo con 
resultado de muerte. 
Estas medidas socio-educativas son las acciones dispuestas por la autoridad judicial cuando ha 
sido declarada la responsabilidad del adolescente en un hecho tipificado como infracción penal. 




Dentro del ámbito del delito de narcotráfico y conexos, los menores infractores son sujetos 
inimputables, por lo que son vulnerables a la manipulación de los adultos para el cometimiento 
de delitos graves. 
 
El propósito de las medidas socio-educativas es, la reintegración del menor infractor, mediante 
la aplicación de una determinada sanción que no tenga un carácter meramente represivo, 
provocando que el adolescente oportunamente pueda darse cuenta de su error, de tal forma que 
se aleje del delito; de tal manera que, los adolescentes infractores responderán por sus conductas 
en la medida de su culpabilidad en forma diferenciada a los adultos. 
 
     Finalmente el Art. 322 del Código de la Niñez y Adolescencia dispone que: El adolescente 
que se encuentre detenido, internado preventivamente o cumpliendo una medida de privación de 
libertad, lo hará en centros especializados que aseguren su separación de los adultos también 
detenidos. 
 
De tal manera que, los retos que debe enfrentar el Estado Ecuatoriano, están basados 
principalmente en: infraestructura, capacitación, profesionalización y especialización, 
erradicación de viejos vicios, y sobre todo para la sociedad resta la modificación de la 
conciencia ciudadana. 
 
La sociedad debe dar a sus integrantes la ocasión de desarrollarse plenamente como persona e 
interactuar de manera gratificante y creadora. 
 
6.4.2.  COMENTARIO PERSONAL 
 
Si bien es cierto, que se han adoptado medidas especiales para los menores infractores, no es 
menos cierto que existen varios factores como los socio-económicos como familiares que de 
alguna manera inducen en los menores a delinquir y especialmente a buscar el dinero fácil. 
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     Se hace indispensable la reivindicación de valores que se inculquen desde un inicio en cada 
uno de los hogares para ser reforzados en las distintas instituciones educativas, medidas que 
serán de mucha ayuda para toda la sociedad ecuatoriana para actuar con miras a la prevención 
del delito. 
 
6.5. DEL SISTEMA Y REGIMEN PENITENCIARIOS 
 
El fenómeno social de la delincuencia ecuatoriana se encuentra sancionado con penas privativas 
de libertad, a tal punto que la prisión es una de las diversas formas de castigo que se han 
utilizado desde siempre. Pero a diferencia de las otras, ha perdurado y sobrevivido, de tal 
manera que cárcel y pena son casi sinónimos indiscutibles. 
 
 La cárcel ecuatoriana, no solo priva de la libertad al individuo sino que se apodera de su 
tiempo, su sufrimiento, su recreación, sus relaciones afectivas, en fin, la punición recae sobre su 
vida y no se redime socialmente nunca más. A tal punto, que se puede afirmar actualmente que, 
las penas privativas de libertad como medio para rehabilitar al delincuente han venido 
fracasando: pero según Foucault, no es conveniente hablar del fracaso de la prisión en cuanto a 
sus objetivos rehabilitadores. Por el contrario, su éxito se constituyó al haber logrado producir y 
especificar una delincuencia que pueda ser controlada y utilizada para personificar todos los 
vicios y peligros de toda sociedad. 
 
El sistema penitenciario es la respuesta que da el Estado frente a la conducta violatoria de la ley, 
por parte de las personas imputables; por lo tanto es un proceso legal estructurado que responde 






6.5.1.  DEFINICION 
 
El Sistema Penitenciario Ecuatoriano es un conjunto de normas y reglas que contempla el 
Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social para el tratamiento de los condenados en 
la ejecución de penas privativas y restrictivas de la libertad. 
 
Para definir al Sistema Penitenciario, es de suma importancia aclarar los siguientes conceptos: 
 
El Sistema; para Cabanellas es el conjunto de principios, normas o reglas ordenado y armónico 
que contribuye a una finalidad. 
 
El sistema es una entidad compleja. Integrada por elementos que son diferentes entre ellos pero 
que convergen en un solo fin, que es, proteger a la sociedad de los transgresores de la ley 
mediante la segregación, recluyéndolos; al mismo tiempo que se constituye en un medio idóneo 
para la readaptación social del procesado. 
 
El Tratamiento Penitenciario, que demanda del Estado una organización previa con servicios y 
personal interdisciplinario y multidisciplinario. El objetivo fundamental del tratamiento es la 
consecución del fin, proteger el bien jurídico tutelado por la ley. 
 
El Sistema Penitenciario  Ecuatoriano individualiza el tratamiento del fenómeno delictivo 
interactuado por una persona, particularizando la terapia multidisciplinaria en su propio 
beneficio y por ende a la sociedad a la que pertenece. 
 
La rehabilitación del penado es la reintegración legal del crédito y honra que por el delito, la 
condena y la sanción penal se había perdido; y recuperación de todos los derechos y facultades 
cuyo ejercicio se había suspendido  por causa de la infracción y la pena. 
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La pena deberá cumplir funciones que le han sido asignadas, con ella se trata de restablecer el 
orden público que ha sido perturbado por la comisión de un delito, resarcir el daño que provocó 
a la sociedad, disuadir para evitar que otros individuos delincan y ser un escarmiento para quien 
cumple la sanción impuesta por la ley penal. Lo cual se consigue con prisión como mecanismo 
modelador y la prisión como institución dirigida a un fin benévolo, la misma que se dirige por 
un sistema penitenciario definido. 
 
El Sistema Penitenciario no ha disminuido la delincuencia y mucho menos la reincidencia, por 
lo que se hace importante la adopción de nuevas medidas disciplinarias tendientes a una 
adecuada reinserción social. 
 
6.5.2.  OBJETIVO DEL SISTEMA PENITENCIARIO 
 
El objetivo que persigue el Sistema Penitenciario es la rehabilitación integral de los internos, 
proyectada hacia su reincorporación a la saciedad, y a la prevención de la reincidencia y 
habitualidad, con miras a obtener la disminución de la delincuencia. 
 
Las leyes establecerán la debida proporcionalidad entre infracciones y sanciones. Determinará 
también sanciones alternativas a las penas de privación de libertad, de conformidad con la 
naturaleza de cada caso, la personalidad del infractor y la reinserción social del infractor. 
 
Con miras de individualizar el tratamiento de los internos se procederá a la clasificación 
criminológica, a la clasificación de loa Centros de Rehabilitación Social ya definir la situación 
jurídica legal del interno. 
 
Siendo el objetivo general que persigue el Sistema Penitenciario, que es la rehabilitación 
integral del interno, proyectada a la reincorporación social y a la prevención de la reincidencia, 
con el propósito de disminuir la delincuencia, se hace necesario que la sociedad ecuatoriana y 
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sus órganos de poder dejen de concebir a la pena, como un castigo, y se adopte el criterio 
universalizado de la pena resocializadora. 
 
Este gran objetivo del Sistema Penitenciario, tiene los siguientes objetivos específicos: 
 
- La rehabilitación integral de los internos, 
- La reincorporación a la sociedad. 
- La prevención de la delincuencia y la reincidencia. 
- La disminución de  la delincuencia. 
 
 
Para el cumplimiento de estos objetivos se establece el  Régimen Progresivo, que es el conjunto 
de acciones técnico-administrativas, por medio de las cuales el interno cumple la pena que se le 
ha sido impuesta, en uno de los centros de Rehabilitación Social. 
 
San características del Régimen Progresivo: Art. 13 CEP 
 
a- Individualización del tratamiento, 
b- Clasificación biotipológica delincuencial, 
c- La clasificación de los centros de rehabilitación social; y, 
d- La adecuada utilización de los recursos legales en beneficio del interno. 
 
 
El principio de progresión se sustenta en la proporcionalidad entre el comportamiento del 
condenado en la recepción del tratamiento penitenciario y los beneficios que otorga el régimen 
establecido. Esto significa que a mejor comportamiento mayor será la progresión en el régimen 
y, por lo tanto, mayor es serán los beneficios, pero también regresión, si el comportamiento no 




Giuliano Vassali demostró que es decisivo informar al legislador que debe conocer de los 
hechos para poder eficazmente definir lo que es el delito y el medio preferible para combatirle, 
pero es igualmente importante que el sujeto activo del crimen sea bien conocido por el juez que 
lo condena y por los funcionarios de las prisión que no deben únicamente custodiarle, sino, en 
vista de su liberación, ponerle en condiciones de ser un miembro útil para la sociedad. 
 
Sin conocer la realidad de la criminalidad de un país, sin haber estudiado sus causas. Las 
condiciones que la hacen aumentar o disminuir, sin haber analizado bien los factores de la 
reincidencia, es imposible transformar las leyes penales existentes. 
 
6.5.3.  EL REGIMEN PROGRESIVO 
 
Se establece el Régimen Progresivo, en el Art. 12 del Código de Ejecución de Penas, para 
cumplir con los objetivos de rehabilitación, reincorporación, prevención de la reincidencia y 
habitualidad y disminución de la delincuencia. 
 
El régimen progresivo, es el conjunto de acciones técnico-administrativas por medio de las 
cuales el interno cumple la pena que se le ha sido impuesta, en uno de los centros de 
rehabilitación social determinados en el Capítulo III del Título IV de esta Ley, o asciende o 
desciende de cualquiera de los niveles allí establecidos. 
 
El Régimen Progresivo que es el Régimen Penal Ecuatoriano está constituido por tres etapas: 
máxima, mediana, mínima donde el interno tiene acceso a la fase de confianza dada en la 
prelibertad y en la libertad controlada;  y,  los establecimientos especiales. 
 
En sentido genérico, el concepto de progresividad equivale a un itinerario, se refiere al trayecto 
que se debe o se puede hacer para llegar a una meta preestablecida. En sentido específico, se 
entiende como una sucesión de periodos, etapas, fases o momentos; etapas estructuras con sus 
objetivos particulares, con sus contenidos, con sus modos, sus tiempos de realización, con sus 
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medios y protagonistas. A su vez, ella está directamente relacionada con la rehabilitación y con 
la reinserción social que conforman, en síntesis, las expectativas e intereses de los internos. 
 
Para el tratadita Cuello Calón Eugenio, “Este sistema caracterizado por el paso del interno por 
diversas etapas, en el cumplimiento de la pena, hasta lograr su libertad, coloca en cierta medida la 
posibilidad de libertad en manos del propio interno”. 
 
Con esto queremos decir que, pese a que se considera que el interno gracias a su esfuerzo puede 
avanzar hacia su rehabilitación y reintegración social, también puede convertirse en regresivo 
cuando su comportamiento no sea el adecuado, e infrinja en forma grave las normas 
preestablecidas. 
 
6.5.3.1. ANTECEDENTES EN LOS SISTEMA PENITENCIARIOS 
 
Cuanto más progresista en un sistema, más pronto comienza, durante la detención, a organizar 
la preparación de la vida en libertad. 
 
Para el desarrollo de lo que se entiende por progresividad en la rehabilitación, es necesario 
realizar un análisis sintético de los principales sistemas  que a lo largo de la historia han existido 
en al ámbito penitenciario. 
 
a. Sistema Celular 
 
Surge aproximadamente en el año de 1820 en los Estados Unidos, en Filadelfia, toma el nombre 
de sistema pensilvánico o filadélfico, consistía en la reclusión en las celdas, sin contacto con 
otros internos y bajo la lectura de la Biblia,  con la consideración de que la expiación y la 
penitencia constituían una modalidad de purificación y corrección. Los internos eran llevados a 
desear cualquier contacto con otras personas, aunque sea para que le dé lecciones de moral y 




El sistema trataba de conseguir un casi absoluto aislamiento, la máxima seguridad y que la 
soledad produjera frutos educativos, el condenado recibía visitas sólo del capellán, del guardián 
y del director de la prisión. 
 
Las negativas consecuencias del sistema celular, que llevaba a los internos a la desocialización  
por la supresión caso completa del contacto social  y era la causa de la mayor parte de las 
psicosis carcelarias, condujeron a la búsqueda de mejores alternativas. 
 
b. Sistema Auburnes 
 
Buscando la atenuación del sistema anterior surge también en los Estados Unidos el sistema 
auburnés, que es implantado en la ciudad de Auburn. Aparece en 1823, en el Estado de Nueva 
York, manteniendo el aislamiento nocturno pero con comunicación y con trabajo diurno en 
talleres, en silencio so pena de castigo corporal. En las celdas se colocaban hasta dos internos al 
comienzo, volviéndose luego al aislamiento individual. 
 
Este sistema tampoco fue una buena alternativa adoptada para el cumplimiento de la pena, pues 
seguía manteniendo ciertos criterios demasiado rígidos que en nada contribuían al fin de la 
rehabilitación. 
 
c. Sistema Progresivo 
 
Busca la sustitución de las condenas en tiempo, por condenas en cierta cantidad de trabajo. 
 
Surgió en Inglaterra en el siglo XIX, buscando suavizar los sistemas precedentes. El 




En la primera etapa, relativamente corto, se aplicaba el régimen filadélfico, existiendo una 
separación diurna y nocturna. 
 
En la segunda etapa, era aplicado el régimen auburniano, con aislamiento nocturno, con trabajo 
diurno en común y en silencio. 
 
La tercera etapa constituía una gran innovación, era un periodo de libertad condicional, en el 
que él condenado que demostraba un buen comportamiento y estar apto para la vida social, era 
liberado, vivía en un lugar determinado y era fiscalizado por la policía. 
 
Este sistema introdujo la indeterminación de la pena, ya que el interno de acuerdo a los premios 
y castigos, por los que recibía vales, decidía el tiempo de la detención. 
 
6.5.4.  CARACTERISTICAS DEL SISTEMA PROGRESIVO 
 
Se encuentran establecidas las características generales del sistema progresivo en el Art. 13 del 
Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación Social, y son: 
 
a. La induvidualización del tratamiento, 
b. La clasificación biotipológica delincuencial; 
1. Por estructura normal; 
2. Por inducción; 
3. Por inadaptación; 
4. Por hipoevolución estructural; y,  
5. Por sicopatía. 
c. La clasificación de los centros  de rehabilitación social; y,  




El Régimen Progresivo parte del estudio integral del interno mediante un diagnóstico, 
pronóstico y ubicación poblacional. 
 
Es igualmente importante que el sujeto activo del delito sea bien conocido por el juez que lo 
condena y por los funcionarios de la prisión que no deben únicamente cuestionarle, sino, en 
vista de su liberación, ponerle en condiciones de ser un miembro útil para la sociedad. 
 
a. La Individualización del Tratamiento 
 
Es un proceso la individualización del tratamiento mediante el cual se pretende cambiar la 
conceptualización de la pena de prisión como castigo, por la pena de prisión como medio o 
instrumento de un proceso de rehabilitación en base a un tratamiento penitenciario específico y 
personalizado, tomando en cuenta las características individuales y estructurales de cada 
penado, proceso a cargo del personal técnico penitenciario, que tiene que realizar la ejecución 
de las penas privativas de libertad.  
 
b. Clasificación biotipológica delincuencial 
 
Desde hace más de un siglo se ha reconocido la necesidad de clasificar a los delincuentes en 
diferentes grupos, con ciertas apreciaciones, así se clasificó en hombres y mujeres, en adultos y 
jóvenes, según la gravedad de los delitos cometidos. 
 
Surgieron instituciones cada vez más diferenciadas, cuando se empezó a hablar de 
rehabilitación, se crearon instituciones para enfermos y retrasados mentales. Otros delincuentes 
fueron agrupados  en diferentes instituciones sobre las bases de las perspectivas de la 
rehabilitación y los riesgos de seguridad. 
 
El mecanismo para la adopción del Régimen Progresivo no puede ser otro que la adopción de 
una tipología delincuencial que, respetando sobre todas las cosas, la individualidad del infractor 
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y el hecho cometido, pretende generalizar u homologar  una serie de acciones aplicables al 
grupo de individuos con similitudes psíquicas, biológicas o sociales. 
 
Y estudiando la masa poblacional ecuatoriana, se ha logrado establecer grupos homogéneos, 
luego de aplicar en ellos estudios integrales criminológicos, lo que nos permite diferenciar a 
diferentes tipos de delincuentes. 
 
El Art. 15 CEP literal c, establece la siguiente clasificación biotipológica: 
 
1. Por estructura normal, 
2. Por inducción, 
3. Por inadaptación, 
4. Por hipoevolución estructural; y, 
5. Por sicopatía. 
 
 Por estructura normal. 
 
La clasificación por estructura normal es la categoría en la que se ubica a los delincuentes con 
personalidad normal, antropológica, cultural, biológica y psicológica, socialmente considerados. 
 
Se consideran delincuentes con personalidad normal porque la realización del acto delictivo lo 
ha hecho conservando la estructura de su personalidad con, independencia de los factores de 
inducción e inadaptación. 
 
 Por inducción. 
 
La clasificación de delincuentes por inducción es la categoría en la cual a quienes por las 
especiales características de la conformación de grupos subculturales, son inducidos a cometer 
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delitos. Es decir que las acciones delictivas son realizadas por influencia o mandato de otras 
personas. Y se produce bajo diferentes formas: 
 
a. Por imitación criminógena, 
b. Por inducción propiamente dicha, 
c. Por pérdida de independencia de acción, 
d. Por coerción de los agentes policiales encargados del control del crimen que han 
generado reincidencia. 
 
 Por inadaptación. 
 
La clasificación por inadaptación es la categoría donde se ubican a los delincuentes que resultan 
víctimas de un desajuste funcional en la estructura de su personalidad, por causa de su ámbito 
personal, social, económico, entre otros. 
 
 Por hipoevolución estructural. 
 
La hipoevolución estructural es la categoría en donde se clasifican a aquellos delincuentes que 
presentan uno o más rasgos de déficit de desarrollo, en las bases estructurales de su personalidad 
cualitativa o cuantitativamente; pero en forma independiente de la condición ecológica del lugar 
de origen del individuo. Son los inmaduros o hipoevolucionados en las bases estructurales de la 
personalidad. 
 
 Por sicopatía. 
 
La clasificación pos sicopatía es la categoría donde se ubican aquellos cuyo diagnóstico 
psicodinámico determina personalidades sicopáticas  caracterizándose por reacciones anormales 




6.5.5.  CLASIFICACIÓN DE LOS CENTROS DE REHABILITACIÓN SOCIAL 
 
El sistema penitenciario ecuatoriano para el cumplimiento de sus objetivos dispone de centros 
de rehabilitación social distribuidos en todas las provincias del país. En general podemos decir 
que los centros de rehabilitación social, no disponen de instalaciones físicas que permitan la 
aplicación correcta y adecuada del Código de Ejecución de Penas, en lo que tiene que ver con la 
permanencia y progresión de los internos. 
 
Según de Código de Ejecución de Penas, los Centros de Rehabilitación Social se clasifican en: 
de seguridad máxima, de seguridad media, de seguridad mínima; y, establecimientos especiales 
para los imputados, acusados y contraventores. 
 
Los internos sentenciados, deben estar ubicados de acuerdo al estudio criminológico, en 
cualquiera de los centros de rehabilitación antes mencionados. La lentitud de la justicia produce 
la existencia de un mayor porcentaje de presos sin sentencia, es por esta razón que, cada día se 
vuelve difícil el cumplimiento de lo establecido en el Código de Ejecución de Penas. 
 
La clasificación de los Centros ha quedado escrita en el Código de Ejecución de Penas como 
una saludable intención  que no puede ser practicada a causa de la compleja situación de éstos, 
la cual está caracterizada por la falta de instalaciones adecuadas, heterogénea población 
penitenciaria con un índice de crecimiento elevado, personal administrativo y de custodia no 
especializado, e inestabilidad de los directores penitenciarios. 
 
Uno de los grandes problemas que afronta el sistema penitenciario, es el relacionado a la 
infraestructura física destinado al cumplimiento de la pena privativa de la libertad, la cual no 




Se denominarán “centros de rehabilitación social” las penitenciarías y cárceles existentes, y las 
que se crearen para el cumplimiento  del régimen penitenciario que establece ésta ley. Art 18 
Código de Ejecución de penas. 
 
Únicamente las personas sancionadas con penas de privación de libertad, mediante sentencia 
condenatoria ejecutoriada, permanecerán internas en los centros de rehabilitación social. Art. 
203, núm. 1, Constitución de la República del Ecuador. 
 
Realizado el estudio criminológico de los internos y su correspondiente clasificación, de 
acuerdo a la ley y a los reglamentos, se los ubicará en uno de los siguientes Centros de 
Rehabilitación Social: 
 
a. De Seguridad Máxima 
 
En las cuales primará el aislamiento, la disciplina y la custodia. La distribución de los internos 
se efectuará en grupos no mayores de veinte personas. 
 
b. De Seguridad Media 
 
En los cuales primará el trabajo y la educación. La distribución de los internos se efectuará en 
grupos no mayores de cien personas. 
 
c. De Seguridad Mínima. 
 
En los cuales primará el trabajo y la educación autocontrolados. La distribución de los internos 
se realizará en grupos homogéneos en grupos no mayores  de diez personas. Es éste nivel se 




d. Los establecimientos especiales 
 
Para los imputados, acosados y contraventores a quienes se les proporcionará la asistencia 
especial correspondiente, sin perjuicio de que, en atención al grado de peligrosidad del detenido, 
a criterio del departamento correspondiente del centro de rehabilitación social, se lo ubique, 
provisionalmente, en lugar apropiado, proporcionándole, además un tratamiento acorde a su 
situación. 
 
La respuesta de los privados de libertad al tratamiento depende en gran medida de evitar la 
convivencia promiscua con grupos que puedan considerarse contaminantes, según los criterios 
de la clasificación, con grupos que de acuerdo al estudio y pronóstico criminológico, se los 
considera como reincidentes o incorregibles. 
 
Por lo que se hace imprescindible que, en el Ecuador se cumpla con la clasificación de los 
centros de Rehabilitación social establecidos en el Código de Ejecución de Penas, de seguridad 
máxima, de seguridad media, de seguridad mínima y los establecimientos especiales para los 
imputados, acusados y contraventores, ubicando a los internos de acuerdo al estudio 
criminológico. 
 
El Régimen Interno en los Centros de Rehabilitación Social comprenderá los siguientes 
periodos: 
 
1. Internación para el estudio criminológico y clasificación delincuencial; 
2. Rebajas; 
3. Prelibertad; 
4. Libertad controlada; y,  




Dentro de cada centro de rehabilitación social, la progresión se realizará por la evaluación 
permanente del interno, en base a los aspectos social, biosicológico, laboral y disciplinario. Art. 
16 Código de Ejecución de Penas. 
 
a. LA UBICACIÓN POBLACIONAL 
 
La ubicación poblacional y tratamiento de los internos se realizará mediante el sistema de 
progresión de acuerdo con esta ley y sus reglamentos, en los centros de rehabilitación social y 
en base a las siguientes normas generales: 
 
a. En los Centros de Seguridad Máxima. 
 
1. La disciplina, fundamentada en el aislamiento nocturno individual con horarios 
fijos, descanso reglamentado y comunicación indirecta;  
 
2. La educación mediante la alfabetización y escolaridad obligatoria reglamentada 
y la educación física obligatoria; 
 
3. El trabajo común reglamentado, que se realizará en grupo de no mayores de 
veinte personas, y 
 
 
4.  La salud integral, el aislamiento preventivo  y el tratamiento permanente. 
 
b.  En los Centros de seguridad Media. 
 
1. La disciplina, basada en el aislamiento nocturnos por grupos homogéneos, 
con horarios y descansos y visitas reglamentadas, 
 
2. La educación, por medio de la escolaridad obligatoria, opciones educativas, 





3. El trabajo obligatorio reglamentado, con capacitación laboral; y, 
 




c. En los centros de seguridad mínima. 
 
1. La disciplina fundamentada en la convivencia de grupos afines sin 
aislamiento, con horarios y descansos autoestablecidos y supervisados, 
salidas reglamentadas y evaluadas; 
 
2. La educación que será técnica con cursos de especialización. 
 
3. El trabajo que será obligatorio y autoregulado, con promoción laboral y 
capacitación, 
 
4. La salud integral, la evaluación en el nivel de adaptación individual, 




b. LAS REBAJAS DE PENAS 
 
Las rebajas de penas, constituyen una institución jurídica que ha beneficiado a los presos, 
permitiéndoles lograr una reducción de la pena y alcanzar la libertad anticipada, siempre que 
éste haya reunido ciertos requisitos, por lo general se han basado en la conducta observada, la 
disciplina y el trabajo, así como el deseo de enmienda, durante el cumplimiento de la condena. 
Varios Sistemas Penitenciarios conceden la rebaja de pena, por el trabajo realizado del interno. 
 
La reducción de penas operará sobre un sistema de méritos que permita evaluar la buena 
conducta y la colaboración activa del interno en su rehabilitación, que se demostrará por la 




La reducción de penas podrá concederse hasta por un máximo del 50% de la pena impuesta al 
detenido y no procederá cuando los internos hayan sido sentenciados por plagio, asesinato, 
delitos sexuales, trata de personas, o por crímenes de genocidio, de lesa humanidad, de guerra, 
de agresión, determinados en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Art. 32 CEP 
 
En todos los Centros de Rehabilitación Social deberá existir un archivo que contengan los 
expedientes individualizados por cada interno en el que se certifique los méritos acumulados 
durante su internamiento, este expediente será público y de libre acceso para el interno y su 
defensor. 
 
Una vez que el interno considere que su expediente contiene una evaluación de méritos que 
corresponda a una rebaja que de hacerse efectiva le permita salir en libertad, solicitará al juez 
competente la revisión de su caso y la concesión de la libertad. 
 
El juez, so pena de las sanciones que correspondan por el retardo en la tramitación de éstas 
peticiones, verificará que se cumplan los requisitos formales para la concesión de la libertad y la 
concederá o negará de ser el caso. Su resolución deberá ser emitida en el plazo de cuarenta y 
ocho horas tras la recepción de la petición. La resolución que niegue la rebaja de la pena podrá 
ser apelada ante la sala correspondiente de la Corte Superior. 
 
De acuerdo a la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, señala que, la rebaja de 
penas a favor del sentenciado que demuestre conducta ejemplar será concedida por el Consejo 
Nacional de Rehabilitación Nacional. Art. 117 Ley de Sustancias Estupefacientes y 
Psicotrópicas. 
 
De la misma manera señala que dentro de esta clase de juicios no se concederá caución, ni se 
concederá condena condicional, prelibertad ni libertad controlada, ni los beneficios de la Ley de 




c. De la Prelibertad 
 
A la prelibertad se la define en el Art. 22 del Código de Ejecución de Penas y Rehabilitación 
Social, de la siguiente manera: 
 
La fase de la prelibertad es la parte del tratamiento en la que el interno que ha cumplido los 
requisitos y normas del sistema progresivo, desarrolla su actividad controlada por el régimen, 
fuera del centro de Rehabilitación Social, conforme al reglamento pertinente. 
 
 Características de la Prelibertad: 
 
1. Es una fase del tratamiento; 
2. Se otorga al interno que ha cumplido los requisitos y normas del sistema progresivo; 
3. La prelibertad está controlada por el régimen; 
4. Se la lleva a cabo fuera del centro del Rehabilitación Social; y,  
5. Se rige por el reglamento pertinente. 
 
La prelibertad es uno de los beneficios que se otorga a quienes han cumplido los requisitos 
exigidos por la Ley en el proceso de tratamiento  y de rehabilitación social. 
 
Puede ser revocada cuando hubiere motivo para ello. Las causales de revocatoria de esta fase 
tienen que ver con el incumplimiento de las normas reglamentarias de los centros de confianza o 
de violación de las leyes y reglamentos vigente. 
 
La prelibertad, es la fase del proceso de rehabilitación social, que se concede a los internos que 
han cumplido los requisitos y normas del sistema progresivo, para que desarrollen su actividad 





d. La Libertad Controlada. 
 
Según el Art. 24 del Código de Ejecución de Penas, señala que es la fase del tratamiento 
mediante la cual el interno convive en su medio natural, bajo la supervisión del régimen y será 
concedida y revocada por las juezas y jueces de garantías penitenciarias, siempre que se 
cumplan con los requisitos exigidos en ésta Ley y en sus reglamentos. 
 
Elementos de esta definición: 
 
 Es fase del tratamiento.  
 
La libertad controlada es una fase del tratamiento de los internos que se realiza mediante el 
sistema de progresión en los Centros de Rehabilitación Social, según lo establece el Art. 21 del 
Código de Ejecución de Penas y, el Art 16 que dice, que dentro de cada centro de rehabilitación 
social, la progresión de realizará por la evaluación permanente del interno, en base a los 
aspectos social, biosicológico, laboral y disciplinario. 
 
Esta fase del tratamiento está en concordancia con el Art. 12 en el que se establece el régimen 
progresivo, y el Art. 13, literal d) que caracteriza la adecuada utilización de los recursos legales 
en beneficio del interno. 
 
 Convivencia del interno en su medio natural. 
 
La convivencia del interno en su medio natural, no es otra cosa que la salida del centro de 






 Supervisión del régimen. 
 
La convivencia en la comunidad se realiza bajo la supervisión del régimen, es decir de los 
funcionarios del centro, y con la vigilancia de la autoridad policial del lugar en que deba residir. 
Según lo dispuesto en el Art. 28 que señala, que quienes disfruten de libertad controlada 
quedarán sujetos a la vigilancia de la autoridad policial del lugar en que deban residir, sin 
perjuicio de la supervisión que le corresponde al respectivo departamento de diagnóstico y 
evaluación. 
 
 Cumplimiento de requisitos. 
 
El cumplimiento de los requisitos determinados en el código y su Reglamento, es la condición 
indispensable para que se pueda conceder el beneficio de libertad controlada. 
 
Los requisitos que se requieren para que a un interno se le otorgue la libertad controlada, se 
encuentra establecido en el Art. 25 del Código: 
 
Para hacerse acreedor a pasar, dentro de la progresión, a la fase de libertad controlada, el interno 
deberá haber cumplido, por lo menos, las tres quintas partes de la pena impuesta, y reunir las 
siguientes condiciones: 
 
a. Haber observado, durante su internación, buena conducta, no solo limitándose al 
cumplimiento de los reglamentos, sino procurando el mejoramiento cultural, 
perfeccionamiento en el servicio y superación en el trabajo, que demuestren un afán 
constante de readaptación social; 
 






c. Que, al haber sido condenado al pago de indemnizaciones civiles, acredite haber 
cumplido esta obligación, a menos de haber comprobado imposibilidad para hacerlo, y, 
 
d. Obtener informe favorable tanto del correspondiente Departamento de Diagnóstico y 
Evaluación, y del Fiscal respectivo. 
 
Revocatoria de la libertad controlada 
 
El Art. 29 del Código de Ejecución de Penas, determina las causas por las cuales se puede 
revocar esta fase del tratamiento  y aplicar la regresión internándolo nuevamente en el centro de 
rehabilitación, y son las siguientes: 
 
 Mala conducta comprobada del beneficiario durante la libertad controlada; 
 No vivir de un trabajo honesto; 
 Si no cumpliere una de las condiciones determinadas en esta Ley y el Reglamento, será 
nuevamente internado. 
 
Si cometiere otro delito durante el goce de la libertad controlada, completará el tiempo que le 
faltare por la anterior condena, y cumplirá además, la impuesta por la nueva infracción por el 
juez competente. 
 
Transcurrido el tiempo de la condena sin que la libertad controlada hubiere sido revocada, 
quedará cumplida la pena. Art. 30  
 
El Art. 31 del Código de Ejecución de Penas, determina que la libertad controlada, no podrá 
otorgarse nuevamente a quien se le hubiere revocado. 
 
Para los internos sentenciados por el cometimiento de delitos inmersos en la Ley De Sustancias 
Estupefacientes y Psicotrópicas, en su Art. 117 prohíbe conceder la libertad controlada. 
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De todo lo señalado en este proyecto, he llegado a la conclusión que: PARA QUE UNA PENA 
SEA JUSTA NO DEBE TENER MÁS NI MENOS QUE LOS GRADOS DE 

























No podemos mostrarnos indiferentes a la gran ola de delitos que se han venido cometiendo a 
diario en cada una de las provincias del país, mayormente los relacionados al narcotráfico, 
delitos que sin duda ponen en peligro la seguridad y la vida de todos los ecuatorianos en los 
últimos años, lo que claramente evidencia, que el país dejó de ser una zona de tránsito de drogas 
a ser un centro de acopio, envío camuflado de sustancias estupefacientes de grandes toneladas, 





Penalizar  es una labor que exige preparación técnica y científica. Las penas no se pueden 
establecer al azar, partiendo de desviados sentimientos o caprichos que el legislador pueda tener 
sobre ciertos hechos que los considera odiosos en relación con su posición política o religiosa. 
 
La pena es un mal necesario que debe ser administrada y fijada con la debida proporcionalidad 
en relación al delito y a la persona a quien se la va a imponer, a fin de que se cumpla con el 
objetivo fijado por el Estado como ente sancionador de una infracción penal. 
 
En el medio en que viven los condenados, mezclados con los privados de libertad que aún no 
han recibido sentencia, no es posible cumplir con la pena señalada por el Estado, resocializar al 
interno, ya que ni el sistema penitenciario, ni el elemento humano encargado de su 
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rehabilitación, ni los recursos económicos permiten poner en marcha un sistema que cumpla con 
las finalidades previstas por el Estado, finalidades que quedarán como utopías sin perspectivas 
de cumplimiento. 
 
El sistema de Rehabilitación Social tendrá que adaptarse de poco a poco a las disposiciones 
constitucionales y a la exigencia social, para implementar un óptimo sistema de Rehabilitación 
Social, que evite la reincidencia y el incremento de la delincuencia con trabajo y educación para 
de esta manera evitar que se conviertan en escuelas de perfeccionamiento del delito. 
 
Nuestro Sistema de Rehabilitación Social no cuenta actualmente con centros apropiados, los que 
tenemos actualmente son centros carcelarios en donde no hay distinción o diferencia entre 


















FACULTAD DE JURISPRUDENCIA-UNIVERSIDAD CENTRAL DEL 
ECUADOR. 
 
Sin duda alguna, los niveles de inseguridad en el país son alarmantes, por lo que se hace 
indispensable, como Universidad, implementar en la Facultad de Jurisprudencia, Escuela de 
Derecho, la Cátedra de Realidad Nacional, en la que, los propios estudiantes y futuros abogados 
del país, debatan,  investiguen y den posibles  y viables propuestas de soluciones a problemas 
sociales que pongan en riesgo la seguridad como Estado.  
 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
 
   Elaborar una lista de personas naturales y jurídicas que no puedan hacer transacciones 
financieras o tener negocios con el Ecuador, buscando así, que caigan estructuras del crimen 
organizado, que pretendan penetrar las fronteras del país, basándose en el intercambio 
internacional de información. 
 
 Como lo ha hecho el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos, en la que agrupa a las 
empresas y personas vinculadas con dinero de narcotráfico en el mundo. En la que se ha 
incluido nombres como los cuatro jefes del cartel de Cali (Gilberto Rodríguez Orejuela, Miguel 
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Anexo 1: FALLO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. 
Circunstancia agravante de Narcotráfico. Recurso de Casación, 2da. 
Sala de lo Penal 2001 
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